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Editorial

E   l Grupo Ávila se complace en presentar el tercer número de su revista,  
correspondiente al segundo semestre del año 2022, el cual se dedica esta vez al 
tema del fenómeno migratorio sin precedentes que vive Venezuela como  

consecuencia de la crisis económica y política que afecta al país desde hace algunos años. 
 
Es de todos conocida la magnitud de la diáspora venezolana, calculada por la 
Organización de las Naciones Unidas en más de siete millones de personas, lo que  
la convierte en la crisis migratoria más grave a nivel mundial, situación que se da en 
medio de una profunda y sostenida crisis económica, social y política, solo comparable 
con fenómenos similares en otras regiones del orbe que obedecen más bien a conflictos 
armados sin resolver y no a una crisis humanitaria sin precedentes generada por el 
pésimo desempeño del régimen venezolano en materia económica, principalmente. 



En esta ocasión contamos con los trabajos de cinco destacados colaboradores que 
cubren distintos aspectos del fenómeno migratorio venezolano y sus implicaciones 
jurídicas, sociales y políticas, a quienes agradecemos desde aquí por su tiempo  
y dedicación. 

 
Ellos son: Gonzalo Álvarez Domínguez; Gonzalo Oliveros Navarro; Óscar Hernández 
Bernalette; Carlos Scull, y Luis Daniel Álvarez Vanegas. 

 
El Grupo Ávila aporta en el necesario debate que puede ayudar a entender la situación 
y buscar los medios para una solución favorable que permita superar la fatídica  
realidad venezolana y sus funestos resultados. 
 
 

COMITÉ EDITORIAL 

Diciembre de 2022
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INTRODUCCIÓN 

Por Resolución del Ministerio de Relaciones Exteriores distinguida bajo el Nº 5477, el 
gobierno colombiano derogó la Resolución 6045 vigente desde el 2 de agosto de 
2017, relacionada con la regulación de las visas y la política migratoria en general. 

Faltaban menos de quince días para la transmisión de mando al presidente electo en los 
comicios celebrados en este mismo año 2022, doctor Gustavo Petro. 

Si bien la rama ejecutiva del po der público 
está facultada y obli gada a ejercer sus funcio-
nes hasta la transmisión del mandato que 
tiene lugar el 7 de agosto del año en que culmi-
na el término del mandato presidencial de 
cuatro años, la práctica ha sido siem pre de no 
dictar medidas en aspectos trascendentales en 
el período posterior al proceso electoral, a 
menos que sea absolutamente necesario. En 
algu nos países se constituyen comisiones de 
enlace o de empalme entre la administración 
que entrega y la que recibirá el mandato, a fi -
nes de coordinar actividades que culminan con 
un informe de gestión y de donde resulta im -
plícita la cortesía de no abordar políticas de 
te mas neurálgicos. 

No habiendo duda de que la migración es una de esas materias, no dejan de crear 
expectativas las razones que impulsaron el cambio de legislación ocurrida a las puertas de 
la entrega de gobierno en el ámbito señalado. El propósito de este artículo es analizar los 
cambios entre la norma derogada y la entrante, para examinar si era realmente urgente y 
necesaria la derogatoria y cómo queda, en definitiva, el panorama de la migración y las 
visas en este país. Hay que añadir al respecto, que la vigencia de la nueva resolución es de 

La situación migratoria en Colombia al comienzo 
del gobierno de Gustavo Petro 

 
 

| Gonzalo Álvarez Domínguez

Cancillería Colombiana

 
* Abogado de la UCV (1968), con título convalidado en Colombia. Magister en Paz, Desarrollo y Ciudadanía en la 

Corporación Universitaria Minuto de Dios. Especialista en Derecho Probatorio de la Universidad de Medellín. 
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Venezuela (a la espera de asumir funciones). Se ha desempeñado como docente e investigador en la UCV, en la 
Unimet y en la Universidad Libre de Bogotá. Es miembro honorario de la Asociación Latinoamericana de Comu nica -
ción y Análisis Político (ALCAP) y del Colegio de Internacionalistas de Venezuela (CODEIV). 



noventa días después de su publicación, lo cual significa que será cuando ya esté en po -
sesión el nuevo gobierno con nuevas autoridades. 

 
LA FUNDAMENTACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 5477  
DEL 22 DE JULIO DE 2022 

El primer aspecto que se examina es el de la base legal 
del acto administrativo referido, contenida en la cita de 
las disposiciones normativas en que se apoya y en los 
considerandos que la encabezan, comparándolos con los 
que contiene la Resolución derogada. 

En lo que respecta a la primera categoría, se observa 
que se hace uso de la facultad genérica de índole consti -
tucional contenida en el artículo 208 de la Constitución 
Política que confiere a los ministros la función de ser los 
jefes de administración de sus respectivas dependencias, 
pudiendo formular, bajo la dirección del Presidente de la 
República, las políticas que le corresponden a su despacho, 

en este caso a las relaciones exteriores y el trato con los miembros de los países extranjeros 
que se encuentren en Colombia. Agrega seguidamente el ar tículo 61, literal a, de la Ley 489 
de 1998, que trata de la organización de entidades de orden nacional; el artículo 2.2.1.11.1.4 
del Decreto 1067 de 2015 que corresponde al Reglamento de Relaciones Ex teriores y final-
mente, al artículo 7º, numeral 17 del Decreto 869 que es el atinente a la integración del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. Son las normas que permiten que el Mi nisterio en cues-
tión dicte ese tipo de Resoluciones y aporta al propósito señalado y son prácticamente las 
mismas de la Resolución 6045. La única diferencia es que esta última aplica el numeral 3 del 
artículo 59 de la Ley 489 de 2015 que habla de las facultades del ministerio, mientras que la 
Resolución 5477 cita el artículo 61, literal a, que habla del minis tro del despacho. 

Mayor diferencia hay en los considerandos, en el sentido de que ambas resoluciones 
hacen énfasis en que le corresponde a los ministros ser los jefes de administración de sus 
ministerios y les compete la formulación de políticas en la materia que les corresponde, 
esto último bajo la dirección del Presidente de la República. Igualmente, ratifican ambas 
que el Ministerio de Relaciones Exteriores es el organismo rector en ese ramo y por tanto 
puede, siempre bajo la dirección del presidente, coordinar y ejecutar la política exterior de 
Colombia. Del mismo modo, reiteran ambas que es a ese ministerio a quien compete lo que 
se refiere a la concesión de visas y autorizar el ingreso y permanencia de extranjeros en el 
territorio nacional. Sin embargo, el texto de la nueva regulación es más amplio e incorpora 
el principio de la reciprocidad como base del establecimiento de los intereses del Estado 
en su política exterior, así como la idea de que la expedición de visas se regulará atendien-
do las prioridades sociales, demográficas, culturales, de orden público y sanitarias que 
sean de interés para Colombia. Incorpora explícitamente que la expedición de visas debe 
ser mediante solicitud del interesado, lo cual era implícito en la Resolución derogada, al 
establecer esta última un procedimiento que comenzaba con la solicitud. De otra parte, 
hace alusión a lo previsto en las leyes 679 de 2001 y 1336 de 2009 que previenen y contrar-
restan la explotación, la pornografía y el turismo sexual con menores de edad propiciando 
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que se estudien y determinen esas actividades al momento de considerar el otorgamiento 
de las visas. Adicionalmente añade como considerando lo dispuesto en la Ley 1448 de 
2011, mediante la cual se exige a quien no sea residente que contrate un seguro médico 
para que sea atendido si es necesario. También se refiere y toma como principio el incen-
tivo a la actividad cinematográfica en Colombia a que se contrae la Ley 1556 de 2012 y la 
exigencia de que los extranjeros deben tener, al igual que los nacionales, condición de 
residente fiscal en Colombia, como lo dispone el Estatuto Tributario. 

Otras consideraciones de la Resolución 5477 tienen relación con los principios  de políti-
ca anticorrupción, con base en la Ley 1778 de 2016; la prohibición expresa a los fun cionarios 
del Ministerio de Relaciones Exteriores de recibir y tramitar peticiones de aceleramiento de 
visas; el cumplimiento de la Ley 1581 de 2012 en cuanto al tratamiento de datos personales 
contenidos en la solicitud de visa; la flexibilización de la normativa migratoria para quienes 
se movilicen al país como docentes, estudiantes o investigadores de educación superior. 

Se establecen de igual manera incentivos para los nacionales de los Estados parte del 
Mercosur, Bolivia y Chile como se dispone en Decreto 941 de 2014 y para los nómadas digi-
tales como lo dice la Ley 2069 de 2020. Particularmente, se incorpora en los considerandos 
la adopción de la definición de turista que hace la ley 2068 de 2020 y la incorporación de lo 
establecido en el Decreto 216 de 2021 referido a la protección de migrantes venezolanos, 
así como también la Decisión 878 del Acuerdo de Cartagena del 12 de mayo de 2021 que 
aprobó el Estatuto Migratorio Andino. 

Como puede observarse, todas esas consideraciones están contenidas en disposiciones 
legales en su mayoría anteriores a la Resolución 6045 derogada y otras durante su vigencia, 
pero que en todo caso debieron tener aplicación por su establecimiento legal o por Decreto. 
Es verdad que es más saludable tener todo en un mismo texto, pero no por haberse des -
cuidado la actualización, dejan de ser aplicables. No era, pues, en nuestro concepto, 
absolutamente indispensable el cambio de Resolución, ya que, existiendo las correspondien-
tes leyes, Decretos o Acuerdos con fuerza de Ley, podría haberse subsanado la situación con 
un instructivo o cualquier medio eficaz de corrección, aclarando la ubicación en cada caso 
dentro de la clasificación de las visas que había cambiado la Resolución derogada. 

Como a pesar de ello se realizó la derogatoria y puesta en vigencia de una nueva Re so -
lución, procederemos a hacer un análisis de esta y ver cuál es la situación del migrante y 
de las visas en Colombia. 

CONDICIONES PARA INGRESAR A COLOMBIA PARA UN EXTRANJERO 

El principio general 

Como sucede en todos los Estados soberanos, para que los extranjeros ingresen a Co -
lombia requieren autorización para entrar, así como también para permanecer en el país, 
salvo los casos de exención de visas a que se refiere otra resolución, cuyo análisis escapa 
de este trabajo. La autorización puede ser un permiso de ingreso, una visa o un acto admi-
nistrativo del Ministerio de Relaciones Exteriores para estancias cortas y sin fines de 
obtener remuneración alguna. En principio, para una de esas modalidades se requiere que 
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el extranjero tenga un pasaporte o un documento de viaje expedido por algún Estado, ter-
ritorio o sujeto de derecho internacional reconocido por Colombia. 

La labor de las autoridades colombianas es de carácter soberano y discrecional, pero 
tratándose de un Estado de derecho, debe mantenerse el respeto del ser humano y de las 
reglas establecidas al respecto, sin que ello derive en considerar el permiso de ingreso 
como un derecho del solicitante.  

A los efectos de aclarar el contenido de la Resolución, el artículo 3 realiza una amplia 
serie de definiciones de los términos que se emplean en ella, abarcando apostilla, autori-
dades de visas e inmigración, autoridad de control, beneficiario, cambio de circunstancias, 
cédula de extranjería, circunscripción consular, visa electrónica, impedimento, legalización 
de firmas para documentos emanados de Estados no suscriptores de la Convención de La 
Haya que suprimió ésta por la apostilla; oficina consular; permiso de trabajo; prácticas 
estudiantiles;  prórroga de visas; restricción; salvoconducto; seguro de viaje; titular de 
visa; vigencia y visa. 

 

LOS PRINCIPIOS ESPECÍFICOS QUE RIGEN LA MATERIA DE INMIGRACIÓN 

Del contenido de la Resolución 5477 se pueden evidenciar los siguientes principios 
específicos: 

1. Reciprocidad: 

Las autoridades colombianas podrán establecer directrices relacionadas con procedi-
mientos o requisitos similares a los del Estado al cual pertenece el solicitante, en lo que 
respecta a lo exigido al ciudadano de Colombia para entrar a él. 

2. No obstante, al principio de la reciprocidad, deben tenerse en cuenta la legalidad, la 
publicidad, carga del solicitante, buena fe y economía procesal. 

3. Durante el trámite de la autorización como también en la permanencia en el país, el 
titular de una visa o permiso de entrada y sus beneficiarios, deben observar las reglas 
de respeto y buen trato hacia el Estado colombiano, los funcionarios, sus habitantes y 
el medio ambiente, so pena de la negativa o revocatoria de la autorización. 

4. El solicitante debe ser notificado de las resultas de su gestión, por medio del correo electrónico 

que haya registrado. 

5. Los datos aportados por el solicitante en su información personal y los documentos consigna-

dos tienen carácter reservado de conformidad con la ley que rige la materia, que es la Ley 

1712 del 2014. 

8 Revista del GRUPO ÁVILA | Volumen 3 | Año 2022



DE LOS TIPOS DE VISA 

La Resolución que se comenta, al igual que la 6045 del 2017 que fuera derogada, estable-
ce los tres tipos de posibles visas que se pueden expedir. Estas son la visa de visitante (V), 
la de migrante (M) y la de residente permanente (R). La anterior a la 6045, esto es, la 5512 del 
2015, también contemplaba tres visas, pero las denominaba de negocios (NE), temporal (TF) 
y de residente (RE) y la agrupación es menos técnica que la que hacen las posteriores, toda 
vez que la de negocios podía también ser temporal. Sin embargo, se va a hacer solamente 
análisis de la 5477/2022 con algunas alusiones comparativas con la 6045/17. 

El criterio fundamental en que se basa el tipo de visa es que el solicitante tenga o no 
vocación de permanencia en el país, esto es, que sea para realizar una actividad temporal 
o que tenga ánimo de establecer domicilio en el territorio colombiano. En el primer caso, la 
visa es de visitante y en el segundo la de migrante y la de residente, todo lo cual se expli-
cará seguidamente. 

 

LA VISA DE VISITANTE: 

Como se ha expresado, es la que se expide a quien no pretende radicarse en Colombia. 
La resolución contempla 25 categorías que denominamos ordinarias y 6 categorías de cor-
tesía.  En las primeras se encuentran: 1-El tráfico aeroportuario, que no es propiamente 
una visa sino un permiso de permanencia en determinadas zonas del aeropuerto y hasta 
por 24 horas. Si son múltiples tránsitos, se puede otorgar hasta por 30 días. 2- De turismo, 
ocio o actividades culturales, hasta por un año, por períodos de noventa días continuos o 
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discontinuos, prorrogables por noventa días más, no permitiéndose nueva prórroga des-
pués de los ciento ochenta días acumulados en un año. 3- De negocios, que se expide 
hasta por dos años, pero con permanencia en el territorio nacional por ciento ochenta días 
continuos o discontinuos dentro del año calendario. 4-Para realizar estudios en cualquier 
etapa desde preescolar a superior. Su vigencia es hasta por dos años, permitiéndose la 
ausencia del país por no más de noventa días, salvo el caso de formación virtual o a distan-
cia, que si permite ausencia mayor. 5- Para tratamiento médico u odontológico. Incluye al 
acompañante y tiene vigencia hasta por un año, sin que pueda permanecerse en el país por 
más de ciento ochenta días continuos o discontinuos durante el año calendario. Se puede 
prorrogar, pero desde fuera de Colombia. 6- Para trámites administrativos, judiciales o 
 am bos, que se expide hasta por un año. 7- Tripulante de embarcación o draga en aguas ju -
risdiccionales o plataforma costa afuera, con vigencia hasta un año. 8- Para trabajador 
agrícola de temporada, con vigencia hasta ciento ochenta días. 9- Para asistir a con   -
venciones y actividades empresariales, culturales, deportivas o académicas, como 
conferencista, expositor, participante, artista, deportista, jurado, concursante, organizador 
o per sonal logístico, con duración de hasta un año, limitándose la permanencia a un máxi-
mo de ciento ochenta días continuos o discontinuos en un año calendario. 10- Religioso o 
mi sionero de entidad religiosa reconocida por el Estado colombiano, hasta por dos años. 
11- Voluntario o estudiante en formación religiosa, con vigencia de hasta un año. 12- Para 
voluntario de carácter social o cooperante para el desarrollo, hasta por dos años, sin poder 
ausentarse del país por más de noventa días. 13- Para participar en producciones cinema-
tográficas o documentales de gran formato, hasta por un año. 14- Nómadas digitales, 
entendiéndose por ellos los que prestan servicios de teletrabajo desde Colombia a través 
de medios digitales a empresas extranjeras. Se concede hasta por dos años. 15- Cu bri -
miento periodístico de corta duración o corresponsal temporal de medio extranjero, hasta 
por un año.16- Corresponsal permanente de medio extranjero. Se extiende hasta por dos 
años. 17- Para prestar asistencia técnica a persona jurídica. Su vigencia es hasta por dos años, 
pero se limita la permanencia hasta ciento ochenta días por año calendario. 18- Empresarios 
en el marco de Tratados de Libre Comercio suscritos por Colombia que estén vigentes. 
Tienen vigencia hasta por dos años. 19- Representantes oficiales de índole comercial que 
no requieran acreditación ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, con vigencia hasta 
por dos años. 20- Para ingresar bajo Acuerdos de Vacaciones y Trabajo suscritos por Co -
lombia. Se expide hasta por un año y se permite permanencia por todo el tiempo de su 
vigencia. 21- Práctica laboral. Esta visa se otorga a titulares de nacionalidades que no 
requieren visa de corta estancia, para que puedan hacer prácticas laborales en empresas 
de Colombia y es hasta por un año. 22- Para prestador de labores temporales bajo contrato 
de servicios, obra o labor, con vigencia de hasta dos años. 23- De fomento a la internaciona-
lización. Se otorga hasta por dos años, con autorización de permanecer durante toda su 
vigencia a quienes realicen actividades de investigación o renovación que contribuyan a 
fortalecer la competitividad, el desarrollo o la internacionalización del país. 24- Se concede 
hasta por dos años al extranjero que recibe una renta periódica y variable no menor a diez 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, de fuente lícita. 25- Para las categorías no 
enunciadas, se pueden otorgar visas de carácter excepcional, lo cual requerirá de la valora-
ción de la autoridad competente. 

Las visas de cortesía para visitantes están contempladas para las personas que están en 
las siguientes categorías: Diplomáticos que ingresen para actividades distintas de quienes 
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acuden en funciones diplomáticas, al igual que cónyuges o compañeros permanentes de 
estos últimos; los asistentes a programas del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y 
Estudios Técnicos en el Exterior “Mariano Ospina Pérez” (ICETEX); a los que forman parte 
de convenios de cooperación que contemplen ese tipo de cortesía; a los que ingresen para 
proyectos  de producción audiovisual bajo el amparo de la Ley de Cine; a los solicitantes de 
refugio a quienes la Comisión Asesora para la Determinación de la Con dición de Refugiado, 
CONAPRE, solicite la visa como medida complementaria y, finalmente, para otros casos no 
previstos cuando el visitante según la autoridad competente reviste particular importancia 
por diversas razones. En todos esos casos, se le puede otorgar visa de este tipo “V” hasta 
por dos años con excepción de los de medidas complementarias de refugiado que es hasta 
un año. En todo caso, si el otorgamiento es por menos tiempo, la permanencia, por supuesto, 
se reduce al tiempo de vigencia de la visa.  

Como comentario adicional, se destaca que hay cierta similitud en la visa para casos no 
previstos en las visas de visitantes que hemos llamado ordinarias y en la última de las de 
cortesía, pues ambas obedecen a casos excepcionales, pero la razón por la cual no se agru-
pan en una sola, es por la relevancia de la última de las nombradas. En efecto, en las visas 
de cortesía no previstas en la sección específica, se examina particularmente la importan-
cia que por razones políticas, sociales, económicas, científicas culturales, académicas 
artísticas o deportivas, tiene el visitante, mientras que en las otras privan otro tipo de razo-
nes que el solicitante exponga. También hay que mencionar que no existe contradicción 
en la tramitación de una visa de visitante para un refugiado y la visa de migrante para el 
refugiado. En efecto, la primera de ellas a la cual ya se ha hecho mención es como medida 
complementaria solicitada por la CONAPRE, para regularizar la permanencia de un solici-
tante de refugio a quien se le niega la condición de tal, como lo dispone el artículo 33 del 
Decreto 2840 del 2013. Y la de migrante, a la cual se hará mención más adelante, es para 
quien sí se le ha concedido el refugio.  
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De otra parte, dado el interés de analizar las posibles diferencias entre la Resolución 
5477 que comentamos y la derogada Resolución 6045, se evidencia que en cuanto a las 
visas de visitante, son pocos los puntos en que difiere. Salvo tiempo de vigencia que se 
presentan en algunos casos y por supuesto de redacción, prácticamente las visas tanto 
ordinarias como de cortesía, son de iguales categorías. No obstante, parece más ordenada 
y coherente la nueva Resolución, sin que ello implique que hay cambios sustanciales.  

 

VISA DE MIGRANTE  

Ya se ha dicho que la diferencia sustancial entre la visa de visitante y la de migrante y 
residente, radica en la intención de permanencia o no de quien ingresa. De esta manera, 
quien tiene intención de viajar a Colombia de manera temporal, como el turista que viene 
a disfrutar de los paisajes, paseos, parques nacionales y demás atractivos de toda índole 
incluyendo la gastronomía, o el que pretende cubrir la mano de obra en el campo por un 
período determinado, o quien acude a dar conferencias o a aprovechar los planes de estu-
dio presenciales o a distancia que ofrece el país o a cualquiera de las categorías que se han 
expuesto, si la intención de quedarse, se hace beneficiario de una visa de visitante. Pero 
quien si desea echar raíces y tiene intenciones de permanencia, opta por la visa de migran-
te y, si reúne las condiciones a las que se contrae la resolución y a las cuales se alude más 
adelante, a la de residente. 

La visa de migrante es pues, para quien quiere hacer vida en el país. Tiene vigencia por 
tres años, en principio y se pierde si el titular se ausenta del territorio por más de ciento 
ochenta días, dentro de un año, a partir de la expedición de la visa.  

Las categorías se pueden dividir en cinco grandes grupos: 

1. Por razones de familia o parentesco: 

a) Vínculo matrimonial y convivencia en el país con ciudadano colombiano; 

b) Extranjeros con unión marital permanente con ciudadanos colombianos por más de un 
año. Es la única categoría de migrante que tiene vigencia hasta por un año; 

c) Madre, padre o hijo por adopción de nacional colombiano; 

d) Padre o madre de hijo colombiano por nacimiento. Es de advertir, que en Colombia la cons-
titución no acoge el ius sanguinis, de modo que no basta nacer en su territorio para tener la 
nacionalidad. 

 
2. Por procedencia: 

a) De Estados parte de Mercosur, Bolivia y Chile, con base en la reciprocidad y que 
constituyen una subcategoría de residentes temporales: 

b) Migrante andino: nacionales de Estados parte del Estatuto Migratorio Andino. 
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3. Por condición especial: 

a) Refugiado: Persona a quien la Comisión correspondiente si le ha reconocido esa con-
dición, lo cual le hace diferente a quien le es negada y se le puede otorgar visa de 
visitante, como fue aclarado anteriormente; 

b) Apátrida: a quien el Estado le ha reconocido su condición de no tener patria que le reconozca 
como nacional, con base a Tratado Internacional que les protege. 

 
4. Por vínculos laborales o económicos: 

a) Trabajador: persona con contrato de trabajo con una persona jurídica; 

b) Socio o propietario de empresa o con participación en sociedad comercial en funcionamien-
to. La inversión de capital extranjero debe superar cien salarios mínimos legales vigentes; 

c) Profesional independiente: extranjero que aspira a ejercer profesión con cumplimiento de los 
requisitos legales para hacerlo, siempre y cuando la actividad tenga interés para Colombia; 

d) El extranjero que haya sido pensionado por el Estado o por un fondo privado; 

e) Extranjero inversionista: mediante inversión extranjera directa de al menos seiscien-
tos cincuenta salarios mínimos mensuales legales vigentes o mediante ad quisición de 
un inmueble cuyo valor exceda de trescientos cincuenta salarios mí ni mos mensuales 
legales vigentes. 

5. Por fomento a la internacionalización: Extranjeros con maestría, doctorado o postdoc-
torado en materias o ciencias que sean prioritarias para el país o que hayan sido 
pre establecidas por la Dirección de Asuntos Migratorios Consulares y Atención al 
Ciudadano. 

Se observa que la nueva Resolución mantiene las mismas visas de migrante de la Re -
solución derogada, salvo la del religioso en formación, que en la derogada se le concede de 
migrante y en la actual se le otorga de visitante. Hay además ampliación en la visa de inver-
sión, ya que antes era solo la adquisición de inmueble y ahora se agrega la inversión 
extranjera directa, para este tipo de visa. Esta última daba lugar a visa de residente y ahora 
se le da de migrante. De otra parte, la resolución vigente habla de categorías de las visas 
mientras que la derogada utiliza la palabra condiciones. De igual modo, se incluye ahora el 
apátrida que no se contempló en la anterior y se utiliza una redacción diferente, en general. 

Otro cambio de grupo es el de padre o madre de hijo colombiano por nacimiento, que 
en la resolución anterior podía obtener visa de residente y en la actual es de migrante. 

 

VISA DE RESIDENTE PERMANENTE 

Ya se ha manifestado que este tipo de visa va dirigida, al igual que la de migrante, al 
extranjero que desee establecerse de manera permanente en territorio colombiano. 
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Para esta visa, la Resolución 5477 contempla cuatro categorías: 

1Los que renunciaron a la nacionalidad. En esta categoría se encuentran los colombia-
nos que ante de la Constitución de octubre de 1991 adquirieron otra nacionalidad. De 
acuerdo con la Constitución de 1886, no se permitía la doble nacionalidad, de modo que 

el que adquiriera otra perdía la colombiana por renuncia tácita. La nueva Carta Magna si 
la permite y por eso quienes hayan adquirido otra después de octubre de 1991, conservan la 
na cionalidad colombiana. Quienes se considera que renunciaron a la nacionalidad y desean 
establecerse en Colombia, se consideran extranjeros y deben pedir la visa de residente.  

2A los extranjeros por tiempo acumulado de permanencia: esta acumulación de tiem-
po se le reconoce a los que tienen visa de migrante, por los tiempos que establece el 
artículo 90 de la Resolución, que oscilan entre 2 años y 5 años. Causa curiosidad la 

diferencia del tiempo de vigencia para los apátridas y los refugiados, toda vez que ambas 
figuras tienen similar tratamiento legal. 

Se requieren dos años para los titulares madre o padre de nacional colombiano, tanto 
por adopción como por nacimiento y a los migrantes Mercosur, Andino y Apátridas. Tres 
años para cónyuge de ciudadano colombiano en esa Resolución y cinco años para com-
pañero permanente, refugiado, trabajador, socio o propietario, profesional independiente, 
pensionado, fomento a la internacionalización. Inversionista y beneficiario, para los casos 
en que se permita. 

3A los venezolanos por aplicación del Estatuto Temporal de Protección para Migrantes 
Venezolanos: La migración venezolana ha recibido diversas protecciones en esta 
materia. Desde el año 2017, cuando por Resolución 597 de ese año se otorgó el permi-

so especial de permanencia. Ese permiso fue ampliado por diversas resoluciones en los 
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años 2018 y 2019 y en ese último año se otorgó prórroga de los que se iban venciendo. En 
el mismo año 2019 se acordó un Permiso Especial complementario y en el 2020, dos nue-
vas resoluciones del PEP, una para el Permiso Especial de Permanencia para el Fomento 
de Formalización. En ese mismo 2020 se hizo un Registro de Migrantes Venezolanos y 
otorgó PEP a los inscritos. En el 2021 se promulgó el Estatuto Temporal de Protección para 
Migrantes Venezolanos, que aglutinó a todos los que tenían PEP y acordó que, con la insc-
ripción en el RUMV, se otorgaba un Permiso de Protección Temporal con vigencia de hasta 
diez  años contados a partir de la vigencia del Decreto 216, esto es, desde el 1º de junio de 
2021 que lo implementó,  que permitiría, bien por acumulación de  5 años o por cumplir 
cinco años entre todos, se podía optar a la Visa de Residente, que es lo que aquí se forma-
liza, siempre y cuando para el momento de su solicitud se tenga vigente el Permiso de 
Protección Temporal derivado de la inscripción en el RUMV. También se establece que la 
solicitud en cuestión sólo se podrá presentar a partir del 1º de junio del año 2023. 

4La visa especial de la paz: se aplica a los extranjeros que, habiendo pertenecido a las 
FARC EP, dejaron sus armas, se sometieron al Acuerdo Final para la terminación del 
Conflicto y queriendo permanecer legalmente en el país, el Decreto 831 de mayo 

de 2017 les reconoció la posibilidad de solicitar visa de residente. 

Por supuesto que estas dos últimas categorías, no están en la Resolución 6045 derogada. 
 

BREVES NOTAS SOBRE EL PROCEDIMIENTO DE OBTENCIÓN DE LAS VISAS 

Para la nueva Resolución, que entrará en vigor el 21 de octubre de 2022, dos meses y 
catorce días después de la toma de posesión del presidente Gustavo Petro, la visa es roga-
da, en el sentido de que debe ser solicitada. Tal solicitud se hace a través de un sitio web 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, la cual, por cierto, ha anunciado que estará dispo-
nible hasta el 30 de septiembre de 2022 restaurándose el 21 del mes de octubre, para 
adecuaciones y ajustes de la plataforma digital. No obstante, las solicitudes de visas de 
Es tudiante, Religioso, Pensionado, Rentista, Cónyuge, Compañero permanente, Padre de ciu -
dadano colombiano e Inversionista, solo pudieron hacerse hasta el 16 de septiembre de 
2022, reanudándose el mismo 21 de octubre cuando se reabra la página. 

Del mismo modo, en principio toda visa genera un pago para la solicitud y otro para la 
expedición y algunas categorías, como la de Refugiado y Apátrida, están exentas. Sin 
embargo, hay que recalcar que ni la solicitud ni el pago dan lugar a la expedición de la visa, 
pues ésta es potestad del Estado. El plazo para pagar, que también puede hacerse en lí -
nea, fue rebajado a diez días, de los quince que estipulaba la resolución derogada, y en 
caso de no hacerse se considera desistida la solicitud. 

Los recaudos que deben acompañarse a la solicitud se especifican claramente en la 
Resolución de manera general y para cada categoría en particular y la página web los 
reproduce de acuerdo con cada caso. 

El plazo para que las autoridades emitan el pronunciamiento es de treinta días calenda-
rio, pero podrá prorrogarse cuando se requiera consultar a otras entidades para el estudio 
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y verificación de la documentación. Si es 
aprobada, se envía al correo electrónico que 
registró el interesado y esa visa electrónica 
tendrá plenos efectos y será suficiente pa ra 
solicitar la Cédula de Extranjería cuando se 
requiera de acuerdo al tipo de visa. El es -
tampado de la visa en forma impresa se 
hará cuando la Autoridad de Visas e Inmi -
gración lo considere necesario. 

En caso de que se niegue la visa, al igual 
que cuando se cancele la misma, el artículo 
100 de la Resolución 5477 dispone que no 
hay recurso alguno, dado el carácter dis -
crecional del Estado de autorizar o no el 
ingreso y permanencia de extranjeros en su 

territorio. A pesar de ello, no se descarta que el solicitante a quien se le niegue o cancele, 
pueda ejercer tutela contra la autoridad migratoria. 

 

CONCLUSIONES 
 
De acuerdo con el análisis efectuado, no se observa que fuera absolutamente necesaria 

la derogatoria de la resolución anterior, a pocos días del cambio de gobierno.  Los cambios 
no eran indispensables, pues existían leyes, tratados y convenios que debían aplicarse a 
pesar de no estar contemplados en la norma.  

No obstante, su promulgación y vigencia es provechosa, pues se tiene todo actualizado 
y en un solo cuerpo normativo y las reflexiones sobre él han de servir de guía para su divul-
gación y mayor claridad. Ese, pues, ha sido nuestro propósito. 

Bogotá, Septiembre 2022 
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En el presente ensayo analizaremos algunos aspectos importantes que inciden en la 
integración de la migración venezolana en el Perú. Según cifras de ACNUR1 hay 
1,32 millones de venezolanos en el Perú, lo que lo convierte en el segundo país del 

mundo después de Colombia con mayor presencia de migrantes venezolanos. Casi el 70 % 
de estos migrantes se encuentran en la capital (Lima Metropolitana) y la provincia colin-
dante de El Callao; algunas fuentes afirman que Lima es la ciudad con más migrantes 
venezolanos fuera de Venezuela. A medida que la población de origen venezolano ha cre-
cido, muchos han optado por movilizarse a otras ciudades como Arequipa y Trujillo. La 
mayor parte de los venezolanos que migran son jóvenes, el 42% de personas entre 18 y 29 
años y del total aproximadamente 52,3% son hombres y 47.7% son mujeres2. 

La migración venezolana en Perú: 
retos para su integración 

 
 

| Carlos Scull*

 
* Carlos Scull es Licenciado en Estudios Políticos de la UCV y Magister en Políticas Públicas de la Universidad Nacional 
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blea Nacional de Venezuela donde su trabajo estuvo enfocado en temas migratorios para apoyar a la diáspora 
venezolana en ese país 

1 ACNUR. https://www.acnur.org/noticias/press/2022/6/62af53434/peru-comunicado-del-grupo-de-trabajo-para-refu-
giados-y-migrantes-con-ocasion.html. 

2 INEI Perú. https://m.inei.gob.pe/prensa/noticias/el-420-de-la-poblacion-venezolana-que-reside-en-el-pais-son-jove-
nes-de-18-a-29-anos-de-edad-11633/.
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Desde la imposición de visas en 2019 no existe datos oficiales de cuantos venezolanos 
entran y salen del territorio peruano que la mayoría lo hace vía terrestre sin pasar por los 
puntos de control respectivos.  Hay estimaciones de organizaciones internacionales como 
ACNUR3 a principios del 2022 se calculaba que entraban por la frontera norte con el 
Ecuador alrededor de 1200 personas y salían unas 500 diariamente. Sin embargo, no todas 
las personas que entran al Perú se quedan, según la Organización Internacional de Mi -
graciones (OIM)4 que realiza encuestas periódicas en las regiones fronterizas, calcula que 
en mayo y junio del 2022 que el 42% de las personas que entraron a Perú solo lo hacen como 
transito y tienen destino principal Chile un porcentaje que ha aumentado con respecto a los 
últimos meses y el 64% de las personas que salen tienen como destino Venezuela. Hay que 
enfatizar que estas variables tanto de personas que entran y salen como las características 
de la población venezolana que llegan a territorio peruano varían dependiendo del contexto 
político, económico, y social tanto en Perú como en Venezuela. 

 

 SITUACIÓN MIGRATORIA Y REGULARIZACIÓN 

En enero del año 2017, ante el deterioro de la situación política y económica en Vene zue -
la y el creciente flujo migratorio, el expresidente Pedro Pablo Kuczynski aprobó el decreto 
02-20175 para otorgar un permiso de trabajo a los migrantes venezolanos en Perú, conocido 
como el Permiso Temporal de Permanencia (PTP). El PTP fue un instrumento no vedoso en 
la región, ya que fue el primer permiso especial otorgado a los migrantes venezolanos para 
que pudiesen trabajar de forma regular, y sirvió de modelo para otro tipo de permisos con 
características similares, como lo fue el Permiso Especial de Permanencia (PEP) aprobado 
por el gobierno colombiano en julio del mismo año. También se tomaron otras medidas más 
adelante como la aceptación de los pasaportes vencidos para realizar trámites e ingresar al 
país, lo que facilitó la regularización de los migrantes. 

A medida que las condiciones de vida en Venezuela seguían deteriorándose y el PTP 
ofrecía una vía expedita de regularización migratoria, cada vez más venezolanos que emi-
graban optaron por Perú como su destino final. Se calcula que para enero del 2018, a casi un 
año de la entrada en vigor del PTP, ingresaban aproximadamente ocho mil venezolanos al 
mes a territorio peruano6 y al finalizar el año más de 500 mil venezolanos ingresaron en 12 
meses, es decir que para principios del 2019 el 76% de los venezolanos que residían en Perú 
ingresaron en el 20187. Ante esta escalada del flujo migratorio, en agosto del 2018 el presi-
dente Martin Vizcarra decidió dar por terminado el PTP y fijó el 31 de octubre como fecha 
máxima de entrada a Perú para aquellos venezolanos que quisieran optar por el permiso de 
trabajo y hasta diciembre para iniciar el trámite. Alrededor de 490.0008 venezo lanos lograron 
obtener el PTP y la mitad de ellos luego de uno o dos años de haber obtenido su permiso 
pudo aplicar a una “calidad migratoria especial”, la cual les otorgaba un carné de extranjería 
 
3 La pendular migración venezolana en Suramérica mira ahora hacia EE.UU . https://www.swissinfo.ch/spa/venezuela-

migraci%C3%B3n--panor%C3%A1mica-_la-pendular-migraci%C3%B3n-venezolana-en-suram%C3%A9rica-mira-ahor
a-hacia-ee-uu-/47467718- 

4 OIM DTM 16. https://www.r4v.info/es/document/flujo-de-migracion-venezolana-ronda-16-mayo-junio-2022. 
5 Decreto 02-2017 .https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/aprueban-lineamientos-para-el-otorgamiento-del-

permiso-tempo-decreto-supremo-n-002-2017-in-1469654-3/. 
6 Diario Gestión. https://gestion.pe/economia/peru-recibe-8-000-venezolanos-mes-decision-tomo-gobierno-ppk-

225529-noticia/?ref=gesr. 
7 Encuesta INEI Perú. https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1666/. 
8 Relief Web. https://reliefweb.int/sites/reliefweb.int/files/resources/DTM_MIGRACIONVENEZUELA_R5_2019.pdf.



que es la condición migratoria optima en el país. Finalizado el PTP, los venezolanos conti-
nuaron ingresando a Perú, pero en calidad de turistas o como solicitantes de refugio. 

A comienzos del año 2019 el gobierno peruano decidió imponer la exigencia de visados 
para ciudadanos venezolanos que ingresaran a partir del 15 de junio del mismo año. Se apli-
caron dos tipos de visa: turista y humanitaria; esta última podía ser canjeada por una carné 
de extranjería una vez estando en Perú, con lo cual se puede trabajar y acceder a beneficios 
como el Seguro Integral de Salud (SIS). Esto afectó la entrada legal de los migrantes al terri-
torio peruano; por ejemplo, la visa humanitaria solo se podía solicitar en los consulados 
peruanos en Caracas y Puerto Ordaz y las citas y requisitos eran difíciles de consignar por 
los costos y la demora para obtener algunos documentos, como por ejemplo los anteceden-
tes penales apostillados. En el caso de la visa de turismo esta podía tramitarse en cualquier 
consulado peruano en el mundo, pero solo si eras residente en el país que se solicitará. Es 
decir, muchos venezolanos que por alguna razón ya habían comenzado su trayecto a países 
como Colombia y Ecuador, no podían tramitar las visas, y en Venezuela algunos de los re -
quisitos eran inaccesibles para muchas personas, como lo es el caso del pasaporte, 
documento costoso de adquirir al igual que los antecedentes penales apostillados. Otros 
gobiernos comenzaron a tomar medidas similares. Ecuador y Chile también establecieron 
visados a nacionales de Venezuela, y el resultado fue el incremento de la migración irregu-
lar debido a lo inaccesible que son estas visas para muchos venezolanos que no cuentan 
con los recursos para obtenerlas. Además, para llegar a su destino final por tierra tenían 
que solicitar múltiples visas, si un venezolano quería llegar a Perú debía tener no solo una 
visa peruana sino además la visa de turista ecuatoriana y para llegar a Chile además de 
la visa chilena, una visa de turismo de Ecuador -que tiene un costo aproximado de 200 USD- 
y una visa de Perú- de 30 USD- más los tiempos de espera y otros requisitos. 

Mas que disuadir la migración hacia estos países lo que se estimuló fue que los migran-
tes optaran por vías alternas e irregulares para poder llegar a su destino y eso también 
ocasionó que proliferaran organizaciones ilegales que controlan estos pasos, exponiendo 
a los migrantes a todo tipo de situaciones como trata de personas y explotación sexual. 
A pesar de que se han establecido mecanismos de coordinación regionales para atender a 
la migración venezolana, como lo es el Proceso de Quito9, los países receptores en América 
Latina siguen teniendo respuestas diferenciadas para abordar la migración en materia de 
entrada y regulación de migrantes, lo que hace que movilizarse y entrar a los países de ma -
nera legal sea complicado para muchos de ellos. Esto empeoró durante la pandemia del 
COVID-19 debido a que muchos países en Sudamérica cerraron sus fronteras terrestres 
por más de dos años, incluyendo al Perú, lo cual impidió que los migrantes ingresarán 
legalmente aun teniendo visa o se presentarán a un punto de control para solicitar refugio. 

Ante el incremento de la migración irregular el gobierno decidió aprobar a finales del 
año 2020 un nuevo proceso de regularización para los migrantes a través de un instrumento 
llamado el Carné de Permiso Temporal de Permanencia (CPP)10. El CPP es un documento 
que permite al beneficiario residir y trabajar legalmente por un año y se puede aplicar 
a aquellos migrantes que no hayan entrado por un punto de control migratorio o se les haya 
vencido la estadía. La principal diferencia con el extinguido PTP es que este último fue 
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crea do exclusivamente para venezolanos, mientras que el CPP es para cualquier extranjero 
que esté de manera irregular en el país, aunque la gran mayoría de las solicitudes del CPP 
fueron hechas por ciudadanos venezolanos. Aproximadamente 290 mil personas han 
comenzado este trámite11 y además el gobierno peruano ha dispuesto entregar una calidad 
migratoria humanitaria a solicitantes de refugio en situación de vulnerabilidad y así aligerar 
el gran número de solicitudes pendientes, beneficiando hasta la fecha a 58 mil personas12. 

El CPP sin embargo trae consigo retos similares al PTP donde muchos venezolanos no 
pueden acceder a servicios públicos como el seguro integral de salud y algunos empleadores 
son escépticos con este tipo de permisos, ya que prefieren contratar solo a aquellos que ten-
gan carné de extranjería. Los tiempos de espera para otorgarlos pueden ser largos, y 
autoridades nacionales como el presidente o ministros no hacen llamados públicos para pro-
mover la regularización de extranjeros, no dándole la prioridad necesaria. Tampoco queda 
muy claro qué sucede luego del año que según el decreto dura el permiso; este tipo de in -
certidumbres generan aún más barreras para que los venezolanos puedan integrarse 
de bidamente a la sociedad peruana y dificulta la planificación de políticas públicas dirigidas 
a la población migrante a largo plazo.  

 
EL REFUGIO COMO ALTERNATIVA PARA LOS MIGRANTES VENEZOLANOS 
EN PERÚ Y EN LA REGIÓN  

Aún con la imposición de visados, el flujo migratorio irregular13 continuó incrementándo -
se en los países receptores. Debido a la exigencia de visas en el año 2019, un gran número 
de venezolanos que ingresaban por pasos alternos al Perú, al no tener una calidad migra toria 
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11 Datos Superintendencia de Migraciones. 
12 Ídem. 
13 Entiéndase como irregular que eran migrantes que no pasaban por punto de control migratorio.



a la cual acogerse solicitaban refugio para poder permanecer legalmente en el territorio 
peruano. De hecho, para diciembre del año 2021 el Perú era el país con mayores solicitantes 
de refugio de nacionalidad venezolana a nivel mundial, con 531 mil solicitudes, seguido por 
Estados Unidos con 246 mil14. El proceso para solicitar refugio era sencillo, ya que se puede 
realizar en línea en la Comisión de Refugiados y el solicitante recibe un permiso de trabajo 
que se renovaba cada 60 días, pero por pandemia la renovación ha sido automática.  

Hay que destacar que una vez introducida la solicitud, las citas para presentar cada 
caso particular podían tardar hasta un año o más. Esto daba tiempo a que los venezolanos 
pudiesen estar de manera prolongada en el Perú, pero a la vez la condición de solicitante 
de refugio constituye un reto para miles de migrantes, ya que muchas empresas privadas 
no aceptan por desconocimiento el permiso de trabajo que obtienen de la comisión de 
refugiados, lo cual los inhibe de tener un trabajo formal y tampoco pueden acceder al 
seguro integral de salud (SIS), ya que como mencionamos anteriormente solo permite a 
extranjeros que tengan carné de extranjería. Gran parte de estos solicitantes de refugio 
quedaban en una especie de limbo mientras aguardaban su presentación ante la comisión, 
las opciones de regularización migratoria eran escasas, al igual que la posibilidad de obte-
ner la calidad de refugiado.  

En efecto, tanto en Perú como en el resto de la región hay una brecha importante entre 
asi los solicitados y otorgados. Según Naciones Unidas15, de las casi 500 mil solicitudes 
de  re fu gio que existían para diciembre del 2021 en Perú solo se otorgaron 4 mil estatus de 
refugiado, menos del 1%. Esto es algo que es tendencia en toda la región: en Colombia, de 
28 mil solicitudes se han aprobado 1.300; y en Chile de 4.700 solicitudes de refugio solo se 
han aprobado 22. Los países que más han otorgado la condición de refugiado a ciudadanos 
de nacionalidad venezolana han sido España, con 88 mil, mientras que Brasil está en el 
segundo lugar a nivel mundial y primero en la región, con casi 49 mil refugiados. Como alter-
nativa a la condición de refugiado algunos países de acogida han optado por regularizar a los 
migrantes a través de otros instrumentos establecidos en sus legislaciones nacionales, como 
el ya mencionado CPP en Perú o el estatuto temporal de permanencia en Colombia. 

A medida que se ha incrementado el flujo de migrantes venezolanos en América La -
tina, se ha desarrollado un debate sobre si los Estados receptores deberían reconocerlos 
como refugiados y bajo qué instrumento legal deberían hacerlo. Las solicitudes de refugio 
suelen evaluarse dentro de la definición de refugiado establecida en la Convención de 
Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su protocolo de 1967, donde la 
 persona se con sidera refugiada si “tiene temores justificados de ser perseguido en su país 
de origen por razones de raza, nacionalidad, religión, pertenecer a un grupo social o sus 
opiniones po líticas y no quiere regresar a él”16. Aunque en el caso de los migrantes vene-
zolanos esta definición podría aplicarse solo a los que puedan comprobar que son sujetos 
de persecución política, deja por fuera a la mayoría de aquellos que salen del país porque 
han percibido un deterioro de su calidad de vida por la crisis política y humanitaria. Debido 
a esto, algunos ac tores ligados a la academia y a la sociedad civil han propuesto que en 
referencia a la migración venezolana se aplique la Declaración de Cartagena de 1984, que 
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14 Plataforma 4RV. https://www.r4v.info/es/solicitudes. 
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16 Convención sobre el Estatuto de los Refugiados. https://www.refworld.org.es/docid/47160e532.html. 



amplía la definición de refugiados a personas que no solo han huido de su país por algún 
tipo de persecución, sino también lo hayan hecho “porque su vida, seguridad o libertad 
han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos 
internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan 
perturbado gravemente el orden público”17. 

Esta ampliación de la definición de refugiado se dio en los años ochenta dentro del con-
texto de los conflictos armados en Centroamérica. Vale acotar que, a diferencia de la 
Convención de Ginebra, la Declaración de Cartagena no es vinculante por no ser un tratado 
per se, y su aplicación está enfocada en la región latinoamericana.  Bajo este instrumento 
una persona que es solicitante de asilo podría argumentar entonces que es refugiado o refu-
giada si demuestra que huyó de su país por una situación que amenaza entonces su calidad 
de vida o su integridad física, pero no necesariamente tiene que ser por persecución de un 
tercero, sea el Estado o un grupo irregular.  Incluso algunos Estados hacen referencia a la 
definición regional establecida en la Declaración de Cartagena en sus legislaciones para 
considerar si una persona es refugiada o no; sin embargo, cuando el termino se ha puesto a 
prueba con la crisis venezolana u otras crisis migratorias son pocos los países que realmen-
te lo aplican 18. A pesar del creciente flujo de la migración venezolana y de equiparar a otras 
poblaciones desplazadas como Siria, Ucrania, y Afganistán, no existe un consenso en la 
región ni en el mundo de considerar a los venezolanos como una población refugiada, y es 
por esta razón, entre otras más de índole política, que cada país determina el propio estatus 
migratorio que prefiere darle a la migración venezolana. 

En el caso específico del Perú, el instrumento legal que determina la condición de refu-
giado es la Ley Refugiado N° 27891 del año 200219. En ella, además de la definición de 
refugiado establecida en la Convención de Ginebra de 1951, también se contempla en su 
artículo 3 inciso b una aproximación a la definición de la Declaración de Cartagena: “ A la 
persona que se ha visto obligada a huir de su país de nacionalidad o de residencia habitual 
por causa de la violación masiva de los derechos humanos, agresión extranjera, conflicto 
interno, ocupación o dominación extranjera; o en razón de acontecimientos que perturben 
gravemente el orden público”20. Sin embargo, tal como lo hemos mencionado esta defini-
ción se utiliza para otorgar la condición de refugiado; en su lugar, el gobierno peruano ha 
optado por otorgar a muchas de estas personas que se encuentren en situación de vulne-
rabilidad una calidad migratoria humanitaria establecida en las normas migratorias y que 
deviene en una residencia renovable cada año, o se le hace un llamado a regularizar su 
situación migratoria a través del ya mencionado CPP. 

 

INTEGRACIÓN Y DERECHOS HUMANOS 

Desde que comenzó la llegada de la migración venezolana a Perú se han identificado 
retos y obstáculos en distintas áreas que han impedido una integración más fluida en la 
sociedad peruana. Estos retos son similares a los que padece la migración venezolana en 
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17 Declaración de Cartagena 1984. https://www.acnur.org/5b076ef14.pdf. 
18 La fuerza vinculante de la definición regional de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados (1984). Juan Ignacio 
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20 Idem.



otros países de América Latina. Varias organizaciones han hecho una gran variedad de 
estudios y reportes sobre estas dificultades, por lo tanto me limitaré a resumir los retos 
para la migración venezolana que suelen ser los mas resaltantes:  

 

INSERCIÓN LABORAL Y ACCESO A SERVICIOS FINANCIEROS  

Para el año 2020 el 89% de los trabajadores venezolanos dependientes no contaban con 
contrato de trabajo21. El sector informal en Perú, que abarca casi el 70% de la economía, ha 
facilitado la inserción laboral de los venezolanos que no cuentan con los documentos soli-
citados, para entrar en planilla de las empresas privadas o se encuentran con un estatus 
migratorio irregular. Sin embargo, esto también ha aumentado el nivel de vulnerabilidad 
de la población migrante, al no contar con los beneficios de ley, tales como tener un seguro 
de salud y estar más expuestos a la explotación laboral. También el trabajador venezolano 
suele en promedio ganar menos que un trabajador local; para el año 2020, mientras un 
venezolano ganaba aproximadamente 316 USD, un peruano ganaba alrededor de 432 
USD,22 es decir casi 27% menos. Esta disparidad muchas veces viene acompañada de más 
horas trabajadas que muchas veces no son pagadas y otro tipo de maltratos. Hay que 
recordar que la migración venezolana es considerada como calificada, ya que alrededor del 
40% de los migrantes venezolanos cuentan con estudios superiores técnicos o universita-
rios completos23, pero la mayoría de ellos están trabajando en la economía informal. 

La legislación laboral también es un obs-
táculo para la integración de los migrantes 
venezolanos en el sector privado. Un ejem-
plo claro es el tope de 20% de extranjeros 
que puede tener en planilla una empresa en 
el Perú, lo cual complica la contratación de 
trabajadores venezolanos. Otro es la docu-
mentación, ya que algunas empresas ponen 
obstáculos para contratar a aquellas perso-
nas que no tienen un carné de extranjería o 
algún documento de identi ficación válido. 
También han surgido dificultades en la 
validación de títulos universitarios, por lo 
difícil de ob tener una apostilla o los altos 
precios de homo logación de títulos acadé-
micos ante los entes gubernamentales o los 
colegios profesionales. La falta de documen-
tación genera problemas en la integración en sectores específicos como el transporte, 
donde los venezolanos que quieran trabajar en una empresa de transporte formal necesitan 
revalidar su licencia venezolana de conducir y esto además de ser un proceso tedioso tiene 
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21 Defensoría del Pueblo. https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1481686/Informe-de-Adjunt%C3%ADa-N-

002-2020-DP-ADHPD-Personas-Venezolanas-en-el-Per%C3%BA.pdf.pdf .  
22 WOCCU: Estudio de Inclusión Financiera de refugiados y migrantes venezolanos y población local en las ciudades de 

Lima (Perú), Quito y Guayaquil (Ecuador). https://www.r4v.info/es/document/woccu-estudio-de-inclusion-financie-
ra-de-refugiados-y-migrantes-venezolanos-y-poblacion.  

23 KAS y CAVENPE. https://www.kas.de/es/web/peru/veranstaltungen/detail/-/content/estudio-sobre-las-contribu-
ciones-de-la-poblacion-venezolana-a-la-economia-del-peru.
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un costo aproximado de 50 a 80 USD en el consulado venezolano, lo cual es costoso para la 
mayoría de las personas.  

Con respecto al acceso servicios financieros los bancos suelen categorizar a los migrantes 
venezolanos como de alto riesgo por su condición migratoria y esto les impide solicitar 
 cré ditos para comenzar un negocio o comprar activos, lo que empuja a los migrantes a pres-
tamistas informales con mayores tasas de interés. El no tener carné de extranjería y la falta 
de dinero genera barreras para poder tener acceso a financiamiento o a servicios banca-
rios; de hecho, en un estudio realizado por la organización World Council of Credit Unions 
(WOCCU), se afirma que solo un 14% de los venezolanos en Lima accedió a algún producto 
financiero24. A pesar de estas dificultades, algunas ONG, con el apoyo de organizaciones 
internacionales como ACNUR y la OIM, han desarrollado programas para insertar a los 
venezolanos en la fuerza laboral a través de subsidios, para costear la homologación de títu-
los académicos o apoyo técnico y financiero a emprendimientos de negocios de migrantes. 

Un ejemplo a destacar fue la participación de personal de salud venezolano que contri-
buyó en la lucha contra en COVID-19, donde alrededor de 5.600 venezolanos25, entre 
médicos, enfermeras y personal técnico, trabajaron en el sistema de salud durante la pan-
demia. Y es que los esfuerzos por incluir al personal médico venezolano vienen en parte 
por la falta de los profesionales de la medicina en el Perú, donde se estima que hacen falta 
alrededor de 15 mil especialistas para atender la demanda26. Esto también resalta en otros 
sectores de la economía en los cuales la migración venezolana pudiese ayudar a insertar 
más trabajadores donde exista escasez de mano de obra; sin embargo, la resistencia de 
algunos gremios y la falta de políticas publicas que apunten en esa dirección ha dificultado 
ese proceso. 

 

SALUD 

La mayoría de los venezolanos en Perú no cuentan con un seguro de salud. En efecto 
hasta el año 2020 solo 8,5% tenía cobertura de algún seguro de salud, de los cuales 4% es -
taba afiliado al seguro del Estado, el Sistema Integral de Salud (SIS)27, que ofrece cobertura 
gratuita o a bajo costo en el sistema público de salud. El SIS solo permite afiliarse a los 
extranjeros que tienen carné de extranjería, lo cual deja fuera a la gran mayoría de los ve -
nezolanos, aunque hace excepciones a poblaciones vulnerables como personas con 
enfermedades crónicas, menores de cinco años y mujeres embarazadas, entre otras. En 
consecuencia, el acceso para la población venezolana a la atención medica y a la red hospi -
talaria es muy limitada y representa un gasto importante que deja a familias endeudadas 
o que optan por la automedicación.  

Esto es preocupante y ya organizaciones internacionales han identificado un importan-
te numero de venezolanos que han llegado con enfermedades crónicas o en condiciones 
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seran-vacunados/ 
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27 Idem 16. 
28 https://www.msf.org.ar/actualidad/migrantes-venezolanos-en-peru-lucha-por-la-supervivencia



precarias de salud al Perú. Según la organización Médicos sin Fronteras28, una cantidad 
im portante de venezolanos que llegan por la frontera norte tienen cuadros de hipertensión 
o diabetes y hay niños que llegan en estado de desnutrición o con anemia. Esto ha sido 
una constante, ya que una gran parte de los venezolanos que migran no han tenido acceso 
a medicamentos o servicios de salud en Venezuela, y debido a esto no son pocos los 
que  lle gan con enfermedades o complicaciones de salud. Quizás uno de los casos más 
emblemáticos que se han registrado son el de los pacientes con VIH que salen de Venezuela 
por falta de medicamentos. Se estima que alrededor de 8000 venezolanos con VIH han salido 
del país en los últimos años teniendo al Perú como el principal destino29, porque al entrar en 
la categoría de personas vulnerables reciben atención médica gratuita. Sin embargo, el 
 proceso para inscribirse en el SIS puede tardar tiempo y consiste en sobrepasar varios 
 trámites burocráticos, lo que a veces pone en riesgo al paciente que necesita acceder de 
manera rápida a sus medicamentos30. Han existido distintas propuestas para incluir a los 
venezolanos en el sistema de salud a través de una reforma en la normativa del SIS, donde 
además del carné de extranjería, se permitan otras calidades migratorias para poder te ner 
un seguro de salud público. Durante la 
cuaren tena por el COVID-19 en el año 
2020 hubo reportes de la poca aten-
ción que se le dio a los ciudadanos 
venezolanos, quienes no ac cedie ron a 
bonos del Estado y sufrieron un trato 
diferenciado con respecto a la población 
lo cal31. Aun así, hay que destacar la in clu -
sión de los venezolanos en el proceso de vacunación 
contra el COVID-19, sin importar la calidad migratoria, 
siendo el Perú uno de los primeros países en la re gión en 
permitir la vacunación de extranjeros. 

 

EDUCACIÓN 

Según UNICEF32 se estima que para el año 2020 había 96.613 niños, niñas, y adolescen-
tes venezolanos menores de 18 años matriculados en escuelas peruanas. El gobierno 
peruano, a través del Ministerio de Educación, ha hecho grandes esfuerzos para la inclusión 
de los niños migrantes en el sistema educativo. La educación es gratuita y no se les exige 
tener una condición migratoria en particular para poder inscribirse en las escuelas. Incluso 
el Ministerio de Educación realizó en el año 2020 una política educativa llamada “Lima 
Aprende”, donde se acondicionaron varias escuelas en Lima para realizar un año escolar 
paralelo y que los niños migrantes que llegaran luego de iniciado el año escolar pudiesen 
incorporarse a la escuela. Sin embargo, algunos problemas persisten: se estima que 1 de 
cada 4 niños y niñas venezolanos no van a la escuela en Perú, lo cual se acentuó durante 
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29 Lejos de casa en manos del VIH. https://saludconlupa.com/series/venezuela-un-pais-en-busca-de-alivio/lejos-de-
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la pandemia por el poco acceso a la tecnología para la educación a distancia y la dificultad 
de conseguir cupos disponibles en las escuelas33. 

La situación es más dramática es para los jóvenes mayores de 17 años, que deben acu-
dir a la educación superior, pero más del 90% jóvenes no lo hacen34. Este es quizás uno de 
los segmentos más abandonados y a los que menos atención se le ha prestado de la mi -
gración venezolana en Perú y el resto de la región. La mayoría de los jóvenes que han 
migrado no cuentan con los recursos para pagar una matrícula o tienen problemas con la 
documentación necesaria como títulos y notas apostilladas, así como los documentos de 
identificación. Son pocos o nulos los programas tanto de la cooperación internacional o 
del Estado para abordar este problema, lo que debilita aún más el capital humano vene -
zolano en la diáspora. 

 

DISCRIMINACIÓN, XENOFOBIA, Y VIOLENCIA DE GENERO35  

Un gran numero de venezolanos han experimentado algún tipo de discriminación vi -
viendo en el Perú y a pesar de que en el 2018 el 36% de los venezolanos había manifestado 
sufrir algún tipo de discriminación36, esta cifra ha ido en aumento.  Esto se debe a muchos 
factores, pero una de las razones principales es que algunos actores políticos han utilizado 
discursos xenófobos para culpar a los migrantes venezolanos de distintos problemas de la 
sociedad peruana, como la inseguridad y el desempleo, y capitalizarlo así con fines electo-
rales. Se ha dado el caso de funcionarios públicos que han dado declaraciones culpando a 
los venezolanos de quitar trabajo, hasta los recurrentes proyectos de ley  presentados en 
el Congreso por un reducido número de congresistas para expulsar a venezolanos que 
cometan delitos, cuando ya ese procedimiento está estipulado en las  normas migratorias. 
Lamentablemente esto ha incrementado la visión negativa de los pe ruanos hacia los vene-
zolanos en los últimos años, a pesar de distintos llamados de entes como la Defensoría del 
Pueblo y organizaciones de la sociedad civil para evitar y condenar declaraciones de índole 
discriminatoria hacia los migrantes. 

El Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontifica Universidad Católica 
del Perú (IDEHPUCP), ha hecho varios estudios donde se muestra el aumento del rechazo 
por parte de la población local a la migración venezolana. Por ejemplo, en una encuesta 
realizada en el año 2021 el 70% de los consultados consideró que los venezolanos tienen 
un impacto negativo en el Perú37. En otro informe, el 39% de los encuestados relacionó a 
la migración venezolana con hechos delictivos, a pesar de no haberlos presenciado38. El 
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33 Save the Children. https://lac.savethechildren.net/es/uno-de-cada-cuatro-ni%C3%B1os-migrantes-venezolanos-en-

per%C3%BA-no-va-la-escuela-estudio 
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35 OJO FALTA TEXTO DE NOTA 
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aumento de la percepción negativa se ha dado en parte porque los medios de comunicación 
han sobredimensionado los delitos de algunos venezolanos, que no representan empírica-
mente un aumento en los delitos en Perú. Por ejemplo, en el año 2020 se denunció en Lima 
Metropolitana y el Callao a 748 ciudadanos venezolanos ante la Policía Nacional del Perú 
(PNP) por algún delito cometido, de un total de 103.646 denuncias que hubo ese año, es 
decir, 0.72% del total de las denuncias; en el año 2019 fue de solo 0,6%39, lo que se puede 
considerar muy bajo. También un estudio de la OIM y la Fiscalía peruana concluyó que “la 
percepción de inseguridad aumenta por las condiciones de vida en los vecindarios y no nece-
sariamente por la presencia de refugiados y migrantes venezolanos”40. Es decir que existe 
una distancia significativa entre la percepción de los ciudadanos y la realidad de los hechos. 

Es importante también mencionar, cómo la discriminación afecta más a otros grupos 
como las mujeres, donde las denuncias de violencia de genero a mujeres venezolanas 
aumentaron en un 31% entre el 2019 y el 202041. Las mujeres suelen ser más vulnerables 
ante situaciones de explotación laboral y sexual, de las cuales algunos empleadores infor-
males y organizaciones delictivas se aprovechan de su condición de migrante y falta de 
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recursos, lo que las expone a este tipo de situaciones. Esto también ha sido el resultado 
del tedioso proceso para realizar una denuncia por el que tienen que pasar las mujeres 
venezolanas y el miedo que sienten algunas por distintas razones. 
Otro tema que no ha estado en el radar de muchas organiza-
ciones es la hipersexualización de la mujer venezolana, que 
la somete a todo tipo de abusos y que corren mas riesgo 
cuando trabajan en la calle o lugares públicos42. 

 

CONCLUSIONES 

En este ensayo se intento realizar un resumen 
de las características de la migración venezolana y 
los retos y dificultades que se presentan en la ac tua -
lidad para su integración. Algunos de los temas aquí 
tocados pueden profundizarse con mayor detalle en los 
distintos informes y estudios realizados por organizaciones 
internaciones, instituciones gubernamentales y académi-
cas aquí citados.  

Quiero resaltar que algunos de los puntos mencionados en este ensayo no son exclusi-
vos del Perú, sino que son transversales en varios países receptores de América Latina y 
que por distintas razones -en gran parte porque el flujo migratorio no ha cesado y por las 
limitantes existentes en cada país- siguen sin resolverse. Hay aspectos comunes como lo 
son que las legislaciones de los países receptores no están actualizadas con respecto a la 
masividad de la migración venezolana, sobre todo en cuotas máximas para extranjeros en 
empresas privadas y reglas tributarias que disuaden a los venezolanos del sector privado. 
Asimismo, la falta de políticas de integración laboral y social que permitan aprovechar el 
potencial de los migrantes venezolanos, brindando facilidades para ejercer sus profesio-
nes u oficios, lo que ayudaría al potencial económico de los Estados receptores y a mejorar 
la calidad de vida de los migrantes. En la región andina la migración venezolana es relati-
vamente nueva y esto ha sido un shock cultural para los ciudadanos locales que estaban 
más bien acostumbrados a ver a sus amigos y familiares migrar, ya que Colombia, Perú, y 
Ecuador cuentan con diásporas numerosas en el extranjero.  

También la escasa presencia consular venezolana, sumada a los altos costos para rea-
lizar trámites que tampoco se ajustan a la realidad para atender las necesidades de la 
diáspora; por ejemplo, en Perú hay solo un consulado para más de un millón de venezola-
nos. Esto se ve también en los consulados de los países receptores que tienen atención 
limitada y sumado a los requisitos de visados dificulta que los venezolanos puedan migrar 
legalmente a otros países. Lamentablemente la discriminación y la xenofobia ha sido un 
tema que sigue afectando a muchos venezolanos en América Latina, empujada por las 
presiones políticas y sociales y la desinformación. Aún así, hay que reconocer el trabajo 
que gobiernos, organizaciones de base, organismos multilaterales e internacionales están 
haciendo para apoyar a muchos venezolanos a pesar de las adversidades.
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42 Amnistía Internacional. https://www.amnesty.org/es/latest/research/2021/11/estado-peruano-falla-atencion-muje-

res-venezolanas-sobrevivientes-violencia-genero/

Las denuncias 
de violencia de 

genero a mujeres 
venezolanas 
aumentaron 

en un 31% entre 
el 2019 y el 2020
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¿Hasta cuándo emigrarán los Venezolanos? 

 
“La inmensa mayoría de las personas siguen 

viviendo en los países en que nacieron”  

 
| Oscar Hernández Bernalette*

Reflexiones sobre la diáspora venezolana

1Siempre emigrarán, al igual 
que otros seres hu manos de 
muchos paí ses. Ahora nos 

preguntamos ¿dejarán de emigrar 
en masa como en las ultimas dos 
décadas? Si, siempre y cuando las 
razones objetivas que los empujan 
cambien. Muchos venezo lanos, 
más de los nunca previstos han to -
mado el sendero de la huida, de la 
búsqueda de oportunidades en otras 
tierras. Ese fenómeno es inconveniente para el país, pues se pierde un capital humano 
importante, especialmente en una nación que invirtió ingentes recursos en la educación en 
todos sus niveles. Los números, alarmantes, más de seis millones regados urbi et orbi. De 
esta trágica realidad se generan también oportunidades para el país.  

Por supuesto, siempre queda en la narrativa política y familiar la afirmación según la 
cual cuando pase la grave crisis que atravesamos en Venezuela, muchos compatriotas de 
la llamada hoy diáspora venezolana regresarán al país. Afirmaríamos a la par de las esta -
dísticas sobre la emigración de retorno que la mayoría no regresará, pero un buen numero 
de compatriotas se convertirán en los emigrantes de retorno. Los que se quedan en el exte-
rior formarán parte de esa gran diáspora. Muchos venezolanos y sus descendientes podrán 
ser un factor de apoyo para reconstruir la nación. 

 
* Politólogo egresado de la UCV. Embajador de carrera jubilado. Fue profesor en la Universidad de El Cairo, en la Uni ver -

sidad Central de Venezuela y en la Universidad Jorge Tadeo Lozano de Bogotá. Autor de varios textos. Se desempeñó 
como Director general de Economía y Cooperación Internacionales del MRE y director general de Negociaciones 
Internacionales en el Instituto de Comercio Exterior. Así mismo, fue Representante alterno de Venezuela ante la Or ga -
nización Mundial del Comercio (OMC) y Director de Integración y Cooperación del Sistema Económico Latinoamericano 
y del Caribe (SELA). 



La OIM ha estudiado algunos de los beneficios de las diásporas para favorecer a sus 
países de origen. Son las remesas las más visibles, entendiendo estas como ¨las transfe-
rencias financieras o en especie hechas por los migrantes a sus amigos y parientes de las 
comunidades de origen”. ( FMI).  Por ejemplo, al finalizar el ano 2022 se estima que los flu-
jos por remesas estén por el orden de los 630 mil millones de dólares.  

Las diásporas pueden contribuir como inversores directos en industrias y desarrollos 
tecnológicos. Por ejemplo, cuando el país se convierta de nuevo en un espacio atractivo 
para las inversiones extranjeras directas, parte de ese aporte puede tener como origen 
capitales de la propia diáspora. También las redes de conocimiento que se podrán interac-
cionar en el marco de un nuevo modelo de desarrollo serán, sin duda, otra gran opción para 
los nuevos tiempos. 

Los venezolanos que no regresen tendrán la oportunidad, independientemente del lu -
gar de establecimiento, de dar su cuota de apoyo para afianzar la nueva economía. El 
fi nanciero y el turismo son sectores que se pueden beneficiar de la diáspora venezolana. 
No serán pocos los venezolanos que, aunque ausentes, regresen al país a visitarlo o a dis-
frutar de sus atractivos turísticos. 

Para aprovechar este número de oportunidades, se necesita que las autoridades le den 
prioridad a trabajar con su diáspora, desarrollar programas especiales para mantenerles el 
vínculo con el país, fortalecer las misiones consulares para apoyar a los venezolanos que 
residen en el exterior y garantizar el cumplimiento de normas legislativas que tengan co mo 
objetivo una relación permanente con esa nueva realidad. En otras palabras, se debe 
consen tir a la diáspora. Su vinculo con el país de origen dependerá de una política de acerca -
miento y facilitación para que se inserten en las potencialidades del país.  

2A pesar de que la OIM señala que ̈ solo una pequeña proporción de la población mun-
dial está formada de migrantes internacionales (3,6%), se dan amplias disparidades 
a nivel de país. En algunos países, como los Emiratos Árabes Unidos, más del 88% de 

la población son migrantes internacionales; la cuota de Venezuela es superior a la media 
mundial. Emigrar sigue siendo una opción para muchos venezolanos. Mientras la crisis con-
tinúe, lamentablemente este es un recurso al que muchos compatriotas recurrirán. Ya son 
20 años de un goteo emigratorio permanente. Cada crisis mayor durante estos años empuja 
una oleada. La quinta oleada se inicio por ejemplo, con el golpe psicológico que representó 
el apagón a escala nacional. La oscurana se llevo a miles de venezolanos. Fue un fuerte 
impacto para la psique de la mayoría. Muchos deciden entonces, al igual que el surfista que 
espera su ola. Esta realidad que vivimos gran parte del país, y que padecen muchas ciuda-
des del interior desde hace tiempo, abre las compuertas para que muchos tomen la decisión 
final de sus vidas, irse del país o emigrar a Caracas ciudad con menor frecuencia de apago-
nes. Real o provocada, la crisis eléctrica seguirá siendo un dilema. Un país, pensaran desde 
las salas situacionales, con casi 7 millones menos de bocas, es un alivio. Seria igual para un 
padre empobrecido que deba que alimentar a 7 hijos estando desempleado.  
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3Las razones objetivas que empujan a las 
personas a tomar esa decisión varían. He -
mos escrito otras veces en el sentido de 

que, por ejemplo, lo que hace que los sirios, los 
centroamericanos o los venezolanos decidan 
irse tiene como rasgos comunes, variables como 
crisis, ingobernabilidad, miedo o deterioro eco-
nómico. Lo que hace tomar la decisión final 
varía de acuerdo con cada realidad y con situa-
ciones puntuales que afectan, asustan o hacen 
rendirse a quienes han soportado las dificul -
tades de la vida cotidiana desde hace al gún 
tiempo. Una pregunta que nos hacemos es, cuál es la relación en tre emigración y debilita-
miento de la lucha democrática. Cuando la ma yoría de los jóvenes se van, la mo vilización de 
masas pierde un ímpetu importante. 

El proceso migratorio se origina desde el momento en que la persona se propone irse 
de su país. De allí en adelante comienza todo un amplio desarrollo de ideas, evaluaciones 
y toma de decisiones relacionadas con el proceso que le llevará a sumarse a las corrientes 
migratorias. 

Así como reconocemos esto, insistimos en que la mejor manera de prepararse es evitar 
una decisión emotiva o impulsada por circunstancias ajenas a su voluntad; entonces, debe 
iniciar un proceso de evaluación de cuál debe ser su destino, cuándo partir, con qué cuali-
dades y fortalezas se estará enfrentando a un nuevo entorno. 

4Países como Colombia, Estados Unidos, España, Ecuador, Perú, Chile, Brasil y 
Argentina serán de nuevo grandes receptores de venezolanos. Deberán confrontar 
las consecuencias de un proceso político y económico que fracasó, que es la razón ob -

jetiva por la cual estos ciudadanos buscan alternativas en otras partes. Además, son los 
ve nezolanos de las últimas oleadas los más vulnerables, los que tienen menos recursos, 
los que necesitan más de la solidaridad internacional. Se debe reconocer y aplaudir la aper-
tura de la región latinoamericana, Estados Unidos y España en particular, que en definitiva 
han sido amables, pacientes y complacientes con estos contingentes de nacionales que 
solo buscan la oportunidad de vivir mejor. Ello, es una muestra de responsabilidad compar-
tida como poco se ha visto en el mundo. Los venezolanos se han ido por razones objetivas 
(políticas, económicas) no como resultado de un plan orquestado desde un laboratorio. 

Esta realidad ha obligado a los interesados (stakeholders) a prepararse, a trabajar inte-
gralmente, diseñar políticas de reinserción, evitar la explotación, la marginalización, la trata 
de personas y la explotación de derechos humanos fundamentales, muchas veces aso -
ciados a minorías y a emigrantes cuando tratan de insertarse en otros países. Orga nismos 
internacionales como ACNUR y la OIM y organizaciones de la sociedad civil, han estado 
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alerta y trabajando con los gobiernos locales ante el continuo movimiento migratorio y las  
nuevas situaciones que se han presentado, como lo son los numerosos venezolanos y de 
otras nacionali dades que se adentran en el Darién, buscando llegar a Centro América y 
posteriormente a la frontera de los Estados Unidos.  

5Para una realidad inevitable también debe trabajarse internamente en procesos de 
ayuda para el futuro emigrante que requiere de orientación para iniciar un proceso 
 co  mo este. Se debe contar, en primer lugar, con apoyo especializado de asesores 

mi gratorios y organismos internacionales especializados. Así como la orientación especia -
lizada y los programas de inserción de los países receptores son fundamentales, también lo 
es la familia que se queda como soporte de este proceso. Se debe evaluar en su núcleo fami-
liar la conveniencia de la compleja decisión. Cuáles son las ventajas, qué opinan quienes se 
quedan atrás, dónde quedan nuestros padres, los hijos, quién los ayuda, etc. Tomada la de -
cisión migratoria, lo más recomendable es no lanzarse bruscamente. 

La preparación inicial para el aspirante a emigrar se puede resumir de la siguiente  : bus-
car asesoría migratoria; estudiar las características del país de destino; evaluar el proceso 
político y económico del país; y conocer la tasa de desempleo del mismo. Si es profesional, 
investigar cuáles son los requerimientos de homologación; solicitar la respec tiva visa y co -
nocer los procedimientos para solicitar residencia. Preparar asimismo toda la información 
que pueda necesitar ante las autoridades migratorias: partida de nacimiento, constancias de 
buena conducta, constancia de estudios, títulos universitarios debidamente apostillados, 
informes médicos, tradición crediticia, reconocimientos, premios, etc. Estudiar el idioma del 
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país de destino si no lo habla. Hacer contactos con organizaciones afines a su religión en el 
destino de emigración. Contactar las asociaciones de nacionales radicados en el exterior. Es 
una decisión de vida compleja, que mal evaluada puede traer terribles consecuencias. 

6La Organización Internacional para las Migraciones presentó el informe anual sobre 
la realidad migratoria del planeta (2021). No son pocos los aprendizajes que podemos 
sacar de este excelente informe que nos actualiza sobre esta realidad tan com pleja. 

América Latina y el Caribe no es ajena a esta realidad y los flujos migratorios se han con-
vertido en un tema prioritario para los gobiernos debido a sus implicaciones humanas, 
sociales y económicas. El informe nos señala, por ejemplo, que la mayoría de los ciudadanos 
siguen viviendo en los países en que nacieron —solo 1 de cada 30 personas emigra . Por 
supuesto, con los respectivos matices entre regiones y países. La cifra aproximada (2020) 
de migrantes se refiere a un equivalente de 3,6% de la población mundial.  

Por otra parte, el tema de las remesas se constituye en un aliciente fundamental para 
mu chas familias de emigrantes y además contribuye al crecimiento del PIB de los países 
receptores. Por ejemplo, el informe señala un aumento importante de las remesas, pasan-
do de 126.000 MM de dólares en el año 2000 a 702.000 MM en el año 2020. Un crecimiento 
considerable. 

En cuanto a la receptividad migratoria, el informe confirma que Europa y Asia acogían 
en 2020 a alrededor de 87 millones y 86 millones de migrantes internacionales, respectiva-
mente, lo que suma 61% de la población mundial total de emigrantes; América del Norte, 
casi 59 millones de migrantes internacionales, equivalentes a 21% de la población mundial 
de migrantes; África, con 9%; América Latina y el Caribe, con 5%, y Oceanía, con el 3%. 
Con relación al tamaño de la población de cada región, en 2020 tenían las proporciones 
más altas de migrantes internacionales Oceanía, América del Norte y Europa, con 22%, 
16% y 12% de la población total, respectivamente. La proporción de migrantes internacio-
nales era relativamente pequeña en Asia y África (1,8% y 1,9%, respectivamente) y en 
América Latina y el Caribe (2,3%). 

Un tema que trata el informe de la OIM es el que se refiere a la relación entre posibilidad 
de migrar en función del acceso a visados. Se concluye que definitivamente el origen del 
país fa cilita los accesos a las visas, sumado a los niveles de capacitación profesional de los 
aspirantes. El informe utiliza la nomenclatura de “lotería del nacimiento”, lo que indica 
efectivamente que no hay una carga distribuida equitativamente para la aceptación de so -
licitudes migratorias, especialmente de los principales receptores de emigración en el 
mundo. Esta última idea la confirma cuando señala que “el Índice de Pasaportes Henley 
(se basa en datos proporcionados por la Autoridad de Transporte Aéreo Internacional y cu -
bre 199 pasaportes y 227 destinos de viaje) demuestra que la capacidad de una persona 
de entrar en un país con relativa facilidad está determinada por su nacionalidad. El acceso 
a visados también refleja de manera amplia la posición y las relaciones de un país dentro de 
la comunidad internacional, así como su grado de estabilidad, seguridad y prosperidad con 
respecto a otros países. 
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7¿Cómo podemos percibir esta realidad migratoria en nuestra región? América La -
tina no es ajena al proceso, muchos de nuestros países originan migración y muchos 
son receptores de emigrantes. Los flujos son diversos y con motivos disimiles. Los 

que se van buscan oportunidades, los que reciben requieren adaptarse a los flujos huma-
nos y requieren apoyo internacional. La ayuda no está a la altura de la que vemos en otras 
regiones. La inversión hacia el emigrante de nuestra región sigue estando entre las más 
bajas. Sin embargo, también podemos ver esfuerzos extraordinarios de muchos países por 
regularizar la carga humana y aprovechar el potencial que significa la migración segura, 
ordenada y bajo esquemas de absorción sin discriminación. 

No podemos olvidar que en el centro de esta realidad están personas, con su propia rea-
lidad y aspiraciones. Por eso me gusta insistir en lo importante que es una narrativa a favor 
de los emigrantes. A veces, nos expresamos del emigrante y los calificamos con cierta lige-
reza. Los que se fueron, los que llegaron de otras partes, los que dejaron atrás su país. Los 
que huyeron y se fueron corriendo. Los que quitan trabajos, los desadaptados, los apátridas 
y los que abandonan a sus familias, los que se dejaron derrotar y los que no tuvieron capa-
cidad para luchar por lo que les arrebatan, y otras expresiones que encierran xenofobia o 
poca sensibilidad por el otro. Claro que hay un término más formal internacionalmente reco-
nocido. En fin, son tantas visiones como se quiera escuchar. Todos en nuestra esencia 
tenemos el gen de la emigración. El escritor venezolano Juan Carlos Mén dez Guedez ha 
dicho que ̈ la xenofobia es una enfermedad del alma y es propia de gente muy inculta¨. 

Recordemos este poema de Rupi Kaur: “No tienen ni idea de lo que significa/ perder tu 
hogar bajo el riesgo de/ nunca encontrar tu hogar otra vez/ tener toda tu vida/ dividida en -
tre dos naciones/ y convertirse en el puente entre dos países”. Dura realidad del que se va. 
Golpea todos los cimientos. Los propios, los de su familia y los de su país. Unos se adaptan, 
otros nunca lo hacen. Algunos comienzan un camino sin estar seguros de adónde quieren 
llegar. Apuestan por que los que nos quedamos los ayuden y no desdibujemos los buenos 
recuerdos del país que dejaron atrás. 

8 Me satisface haber tenido la oportunidad de formar parte con un excelente equipo 
de profesionales en la formulación  del Observatorio de Migraciones del Sistema 
La ti  no americano y del Caribe (SELA), particularmente a Lourdes Cobo, Alberto 

Delgado, Carlos Ortuño. Esta nueva ventana que se abrió desde el SELA busca ofrecer una 
visión integral de la movilidad humana. No son pocos los organismos internacionales y 
organizaciones privadas que trabajan los temas migratorios, pero la materia es de tal com-
plejidad, que este nuevo aporte se suma a la necesidad de concentrar los mayores 
esfuerzos posibles tanto públicos como privados para trabajar con mayor integralidad el 
tema de las migraciones y las diásporas, toda vez que es un fenómeno real sin límites en el 
espacio ni en el tiempo y que requiere el máximo de atención para atender la tragedia que 
pueden significar las grandes movilizaciones de contingentes migratorios a la largo y ancho 
de  nuestro continente. 
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En su segmento virtual, el observatorio 
cuenta con una sección sobre la “gobernanza 
migratoria” , donde se comparten las reglas 
y políticas que rigen la migración en cada 
país; una sección sobre “datos migratorios”, 
donde se pueden encontrar las principales 
fuentes de datos sobre la migración, y una 
sección sobre “migración y desarrollo”, don -
de se comparte información sobre cómo los 
migrantes pueden ayudar al desarrollo de 
sus países de origen y destino. 

Contiene una sección de noticias, donde se comparten notas sobre la migración y la 
política migratoria; una sección de eventos, donde se comparten invitaciones abiertas a 
estas ocasiones para la discusión, y una sección de documentación, que contiene los archi-
vos recolectados por el SELA (incluyendo leyes, informes, estudios y demás) para apoyar 
la investigación. 

Una de las novedades del Observatorio de Migraciones es que está dirigido de manera 
horizontal  a tres grupos de personas: a los migrantes (y posibles migrantes); a quienes for-
mulan políticas migratorias; y a los estudiosos del fenómeno migratorios que buscan 
fuentes de información accesible en su solo portal. 

Conocer la normativa migratoria, las tendencias, los beneficios y dificultades a las que 
se enfrenta eventualmente el emigrante estarán detalladas en esta nueva herramienta. 
Por ejemplo ¿Qué se necesita para obtener la residencia? ¿Es posible solicitarla estando ya 
en el país? De lo contrario, es muy probable que el migrante permanezca indocumentado, 
con todas las dificultades y riesgos que esto implica, o que se vea obligado a regresar a su 
país, habiendo enfrentado grandes dificultades. 

El portal fue inaugurado por el Embajador Javier Paulinich, SP del SELA y participaron 
como ponentes; Marcelo Pisani, director regional para América del Sur de la Organización 
Internacional de Migraciones (OIM); Felipe Muñoz, jefe de la Unidad de Migración del 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID), y Francesco Carella, especialista en Migración 
Laboral de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 

Se coincidió en que, junto al trabajo de otros organismos del sistema internacional, el 
OM del SELA dará mayor visibilidad a la realidad migratoria de nuestra región. 

Por ejemplo, M. Pisani recalcó que “el asunto de la migración varía mucho en las diferen-
tes áreas de América Latina y del Caribe. En América del Sur evidentemente resalta el caso 
de los migrantes venezolanos, pero también es notable la migración desde África y Asia a 
países como Brasil y Colombia. En el Caribe, es común la migración de personas huyendo de 
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los huracanes, así como la migración de Haití a República Dominicana y Guyana. Y en todo 
el continente se nota una migración hacia el norte, de personas que viene de Centro e inclu-
so Sur América, haciéndose camino hacia los Estados Unidos.” 

Por su parte, Felipe Muñoz (BID), enfatizó “lo importante que es tener información 
correcta y actualizada. La data es la clave para la compresión real del fenómeno migratorio. 
Por ejemplo, indico, República Dominicana tiene planteado hacer un censo de sus migran-
tes. Esta información permite no sólo identificar los principales retos que deben superarse 
para poder recibir a los extranjeros, sino que también muestran su aporte, revelando, por 
ejemplo, los beneficios fiscales que muchos países han recibido por acoger a los migrantes.” 

Entonces, tal como lo inicia el propio portal, el Observatorio de Migraciones es una pla-
taforma creada por el Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe (SELA) para el 
“seguimiento y análisis de las políticas diseñadas por los Estados miembros para atender los 
movimientos migratorios de la región desde sus distintas dimensiones: el marco jurídico nor-
mativo, las políticas públicas, los datos y los sucesos relevantes, pretende fomentar espacios 
para el intercambio de información, discusión y análisis sobre el tema, que permita un 
mayor conocimiento de la realidad de los migrantes y de los impactos de las migraciones en 
los países de origen, tránsito y destino, desde una visión integral de la movilidad humana.” 

9La migración es un tema sin limites, tan amplio como la dialéctica humana. No hay 
suficiente espacio en el tiempo para ponerle limite a esta realidad, muchas de las 
veces tragedia. Mantener este tema en nuestras agendas, discutirlo, divulgarlo y so -

bre todo entenderlo es una obligación. Muchos estados son insensibles en sus políticas y 
conductas ante este hecho tan antiguo como la propia existencia del ser humano. Todos 
somos emigrantes de origen. No hay un nacional originario, recorrer, movilizarnos y buscar 
el espacio que nos de un sentido vital siempre será un opción y una obligación ante la 
supervivencia. Pienso en mis compatriotas que emigran, me duele los que se han ido, inclui-
dos mis propios. Lamento que muchos se nos fueron, sin poder hacer mucho por ellos. 
Duele los que cruzan el Darién, hemos visto imágenes abumadoras, sentimos solidaridad 
con los que no llegan a sus destinos y por aquellos que aun llegando nunca encontraron el 
paraíso o la mano amable que los recibiera. Este es sin duda un tema fundamental de nues-
tra agenda nacional e internacional. 
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INTRODUCCIÓN 

No es poca cosa que siete millones de venezolanos se encuentren por el mundo1. 
Hablamos, en cifras del último censo de población del país realizado el año 2011 que 
la estableció en 28.946.1012 de personas, del 24,18% del total de dicha población. 

Independientemente de la veracidad de la cifra en cuestión relativa a quienes fuera de 
las fronteras venezolanas se encuentran, es lo cierto que al 28 de febrero de 2022, la Unidad 
Administrativa Especial Migración Colombia quien en ese país lleva el control de acceso y 
permanencia de los ciudadanos extranjeros, tiene registrado a 2.477.5883 venezolanos, 
muchos de los cuales -pues no está cuantificado- son hijos o nietos de nacionales colombia-
nos que a Venezuela llegaron y allí hicieron vida y que, como consecuencia de nuestra 
situación política, económica o humanitaria, debieron retornar a la tierra de sus ancestros.  

El presente trabajo tratará dos problemas que la Fundación2Países que dirijo en Bogotá 
–integrada por abogados venezolanos con estudios de convalidación en Colombia y varios 
ya con tarjeta profesional- ha enfrentado este año 2022, como consecuencia de políticas 
públicas implementadas en esta tierra que hoy nos acoge fuera de las nuestras, a saber: 

  
a.- La inscripción extemporánea en el registro civil de nacimiento de quienes nacieron 

en el exterior;  

b.- La anulación de la nacionalidad colombiana y subsiguiente cancelación de cédula de 
ciudadanía de mas de cuarenta mil personas especialmente nacidas en Venezuela. 

Los retornados:  
Los problemas en Colombia este año 2022  

de quienes siendo colombianos, 
nacieron en Venezuela  
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Migrar no es cosa fácil y mucho menos lo es si atrás quedan afectos, familia y recuer-
dos. Los venezolanos que a Colombia –o al mundo- hemos llegado, nos enfrentamos a esa 
pérdida. Quienes retornan al país de sus ancestros, en el caso colombiano, no solo lo hacen 
a élla sino también se enfrentan a un ambiente difícil dado que pareciere se castiga a sus 
padres, a través de éllos, por haber migrado tiempo atrás. Así, en el fondo, están siendo 
re victimizados. 

 

– I – 

COLOMBIA Y LA INSCRIPCIÓN EXTEMPORÁNEA EN EL REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO 

La nacionalidad colombiana está reglada en el artículo 96 de la Constitución Política 
de Colombia4. El mismo contempla similares principios que la Constitución venezolana de 
1999 a los fines de acceder a la nacionalidad, a saber ius soli, ius sanguinis, ius domicili y 
ius afectus.  

Respecto de quienes nacieron en el extranjero, el artículo 96.1.b de la Carta Política co -
lombiana, a los efectos de establecer la nacionalidad de quienes nacieron en el extranjero, 
conjuga dos de ellos, a saber el ius sanguinis –que la persona sea hija de padre y/o madre 
colombiana- y adicionalmente, ius soli, es decir que la persona se domicilie en Colombia. 

Conforme al aparte 1 del artículo 56 de la Ley 2136 de 20215 por medio de la cual se 
establecen las definiciones, principios y lineamientos para la reglamentación y orientación 
de la Política Integral Migratoria del Estado Colombiano - PIM, y se dictan otras disposicio-
nes. el reconocimiento de la nacionalidad colombiana es competencia de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil.  

Dicha norma que, a nuestro juicio precisa las competencias de dicho órgano contempla-
das en el Decreto Ley 1260 de 19706 por el cual se expidió el estatuto del registro civil de 
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las personas en Colombia, modificado por el artículo 1 del Decreto 999 de 19887, contempla 
en su artículo 50 que, entre los medios de prueba que permitirían demostrar la circunstan-
cia de haber nacido fuera de las fronteras colombianas, aparte de la partida de nacimiento 
apostillada, se encontraba la prueba de testigos.  

Respecto de estos, el mismo Decreto Ley 1260 de 1970, en su artículo 31, establece que 
ellos pueden ser parientes de quien se fuere a inscribir, lo cual sin duda facilita supremamen-
te la actuación dado que obvio es que no debería haber discusión respecto del conocimiento 
que ellos tendrían de las circunstancias de nacimiento y parentesco de con quien le unen 
lazos de sangre, por lo que los mismos pueden ser -por ejemplo- padre, madre, abuelos o tíos, 
por citar cuatro parientes directos, de quien pretende inscribirse.  

Ese Decreto Ley fue desarrollado por la presidencia de Colombia a través del Decreto 
356 del 3 de marzo de 20178 y el mismo, como no podría ser de otra manera, estableció 
que, en principio, el documento fundamental para demostrar ese nacimiento extra fronte-
ras era la partida de nacimiento apostillada y que, en defecto de ello, la declaración de dos 
o más testigos que tuvieren conocimiento cierto de las circunstancias de nacimiento en el 
exterior más la relación de parentesco del nacido allí con nacional colombiano, sumado a 
una solicitud de inscripción extemporánea que contemple las causas de inscripción de esa 
manera, supliría la partida apostillada. 

Es norma colombiana –artículo 150.1 de la Constitución Política- que una ley la deroga 
otra ley, mas sin embargo, en materia de registro de nacimiento, ello no ha ocurrido así.  

La Registraduría Nacional del Estado Civil expidió el año 2020 la versión 5 de la Circular 
Unica de Registro Civil e Identificación9, limitando en el tiempo la posibilidad de demostrar 
con testigos y declaración extemporánea, la nacionalidad colombiana de los nacidos en el 
ex terior, lo cual solo permitió hacerlo hasta el 14 de noviembre de 202010. Adicionalmente a 
ello, dicha instancia administrativa, bajo el argumento que le era imposible verificar la 
autenticidad de la apostilla venezolana que no tuviere código de verificación, adoptó la 
prác  tica de rechazar la misma, obligando al colombiano nacido en Venezuela a diligenciar 
nuevamente esta, con lo que ello implica en costo y tiempo.  

Las decisiones adoptadas por la Registraduría Nacional del Estado Civil en esta materia 
a nuestro juicio contrarían, como se señaló, la Constitución Política de Colombia dado que 
una circular, emanada de un órgano al cual va dirigida la instrucción legal, no puede dero-
gar la ley, que es lo que ha hecho la Registraduría Nacional del Estado Civil en la tierra de 
Nariño y Caldas.  
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Pero adicionalmente a ello, respecto de la conducta de los ciudadanos ante la adminis-
tración pública, es lo cierto que la Carta Política de Colombia en su artículo 83, establece 
que se presumirá la buena fe de los administrados ante élla, de manera que el desconoci-
miento de la apostilla que se le presenta por la carencia de código de verificación es, a no 
dudarlo, una contradicción expresa del texto constitucional colombiano.  

La actuación de la Registraduría Nacional ante esas decisiones tiene en la legislación 
colombiana, recursos administrativos y contencioso administrativo, regulados en la Ley 1437 
del 201111 más sin embargo, tiene también el afectado posibilidad de accionar en sede cons-
titucional a través de la acción de Tutela que equivale a nuestro Amparo Constitucional.  

A diferencia de Venezuela donde esta se deduce ante el tribunal afín a la materia que 
origina la vulneración constitucional, en Colombia, independientemente de la violación de 
que se trate, desde el juez de instancia municipal –independientemente de la materia que 
conozca ordinariamente- es competente para dilucidar la controversia que respecto del 
tema atinente a acceso a nacionalidad se origine, lo que ha permitido  por ejemplo que la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia pueda conocer en alzada el fallo 
correspondiente, decidiendo la misma –como lo ha hecho también la Corte Constitucional 
que tiene la posibilidad de revisar las sentencias de tutela, a tenor de lo establecido en el 
artículo 33 del Decreto 2591 de 199112 que reglamenta dicha acción en Colombia- que la 
prueba de testigos para demostrar la nacionalidad colombiana, está perfectamente ajusta-
da a la legislación del país, mucho más en la actual circunstancia institucional venezolana 
para el caso de quienes habiendo nacido en nuestro tierra, tienen derecho a ser reconocidos 
como nacionales colombianos, mas aún cuando uno de los argumentos deducidos por el 
ente registral es que el trámite de apostilla en Venezuela se realiza de manera presencial. 

Así, por lo que se refiere a la Corte Constitucional, ésta en sentencia T 339 del 2015 
estableció: 

Desde sus primeros pronunciamientos la Corte se ha referido al principio de la justicia material se -
ñalando que el mismo “se opone a la aplicación formal y mecánica de la ley en la definición de una 
determinada situación jurídica. Por el contrario, exige una preocupación por las consecuencias 
mismas de la decisión y por la persona que es su destinataria, bajo el entendido de que aquella 
debe implicar y significar una efectiva concreción de los principios, valores y derechos constitu -
cionales”. No obstante, este Tribunal también ha manifestado que el principio de la justicia 
material no puede ser considerado como absoluto en cuanto a su aplicación para la determinación 
de una si tuación jurídica. En este sentido, ha sostenido que dicho supuesto es “insostenible teóri-
camente e impracticable judicialmente” dado que se estarían desconociendo las formalidades 
establecidas pa ra el reconocimiento del derecho en beneficio de una consideración fáctica. La apli-
cación de este principio es de carácter obligatorio dentro de las actuaciones y decisiones de la 
Administración cuan do define situaciones jurídicas, las cuales además de ajustarse al ordenamien-
to jurídico y de ser proporcionales a los hechos que le sirven de causa o motivo, deben responder a 
la idea de la justicia material. De igual forma, lo es en la función ejercida por los jueces en el análisis 
de los casos concretos, quienes dentro del estudio probatorio deben evitar incurrir en el exceso 
ritual manifiesto, en la inobservancia del material probatorio, y por el contrario han de sujetarse a 
los contenidos, postulados y principios constitucionales de forzosa aplicación, como la prevalencia 
del derecho sustancial sobre las formas.13 
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Posteriormente, este año 2022 en sentencia T 209 del 9 de junio de 202214 sostuvo que: 

 
a) El trámite para obtener la inscripción de una persona en el registro de nacimientos está princi -

palmente consagrado en el Decreto 1260 de 1970[29], el Decreto 1069 de 2015[30], modificado por 
el Decreto 356 de 2017, el cual se encuentra actualmente vigente y establece en el artículo 
2.2.6.12.3.1 el procedimiento para el registro extemporáneo de nacimiento. Esta norma consa-
gra la posibilidad de solicitar ante la Registraduría Nacional del Estado Civil el registro de una 
persona que se encuentra fuera del término que establece el artículo 48 del Decreto Ley 1260 de 
1970 (un mes después de que ocurra el nacimiento). Específicamente, el numeral 3 del artícu-
lo 2.2.6.12.3.1 en cuestión estipula que quienes nazcan en territorio extranjero deberán acreditar 
el nacimiento con el registro civil de nacimiento debidamente apostillado y traducido; sin em -
bargo, esa misma disposición en el numeral 5 dice que en caso de que no pueda acreditarse el 
nacimiento con la presentación de los documentos mencionados -entiéndase la apostilla-, se 
debe presentar un escrito al funcionario encargado en el que se explique el por qué la extem -
poraneidad y dos testigos que hayan tenido noticia directa y fidedigna del nacimiento del 
solicitante. 

b) Asimismo, esta Corporación en la SU-696 de 2015 determinó que, en relación con los atributos 
de la personalidad, uno de los más importantes es el estado civil en la medida en que a través 
del mismo se logra identificar y diferenciar a las personas. Es así como el Decreto 1260 de 1970 
señala en su artículo 52[37] el contenido del registro civil de nacimiento, acto necesario para 
que se dé un pleno reconocimiento de la personería jurídica y de los diferentes atributos que 
devienen de esta, pues permite el ejercicio de los derechos civiles de las personas y conlleva el 
reconocimiento de unas características y atributos propios de aquellas, entre las cuales es -
tán su nacionalidad, filiación y nom bre, además de otras que re sultan necesarias para el 
ejercicio de diferentes derechos. 

c) Es por ello que la limitación injustificada en el trámite de ins  cripción en el registro civil de na -
cimiento constituye una violación o amenaza a diversos derechos fundamentales, que 
comprenden la personalidad jurídica, la nacionalidad y, en buena parte de los casos, el interés 
superior del menor, particularmente en relación con los casos de personas nacidas en el ex -
tranjero hijas de padre y/o madre co lombianos, que ha sido tratada, entre otras, en las sentencias 
T-023 de 2018[38], T-241 de 2018[39], SU-696 de 2015[40], T-551 de 2014[41] y T-212 de 2013[42], 
pero especialmente en la Sentencia 
T-255 de 2021, que sis tematizó las 
reglas previstas por la cor te para la 
expedición del registro civil de per-
sonas nacidas en el ex tran jero, de 
padres colombianos. 

d) Al respecto, esta Corporación ha se -
ña lado que no es razonable exigir 
de manera inexorable y exclusiva 
el  trá mi  te formal de apostilla de un 
 do cumento del país extranjero[43], 
es  pecialmente cuando la norma 
pre  vé otra forma de suplir esta exi-
gencia[44]. 
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e) En el caso de los menores de edad que no cuentan con su partida de nacimiento apostillada, 
la Corte ha señalado que: “es obligación del Estado remover aquellos obstáculos que impidan 
el ejercicio de los derechos fundamentales de los menores de edad, particularmente si estas 
barreras constituyen meros formalismos, que nada aportan al ejercicio eficaz de los derechos 
y, por el contrario, lo entorpecen, con mayor exposición a condiciones de vulnerabilidad, que 
es precisamente lo que proscribe la carta fundamental.”[45] 

f) Frente a la aplicación del artículo 2.2.6.12.3.1 del Decreto 1069 modificado por el Decreto 356 
de 2017 para esta Corporación “es claro que menores y adultos cuentan por igual con la 
posibilidad de acreditar su nacimiento con dos testigos para efectos de obtener el registro de 
nacimiento extemporáneo, en cualquier tiempo y en la forma en que lo indican las disposi-
ciones analizadas y la jurisprudencia de esta Corporación. Como se precisó en el acápite 4º 
de esta providencia, el registro adquiere también una connotación de fundamental puesto 
que implica la posibilidad de ejercer otros derechos del individuo dirigidos a adquirir y 
 desplegar garantías y responsabilidades inherentes a la pertenencia a una comunidad polí-
tica.”[46] 

g) En consonancia con lo anterior, esta Sala quiere poner de relieve que, tal como lo previene el 
artículo 2 del Decreto 1260 de 1970, “El estado civil de las personas deriva de los hechos, ac -
tos y providencias que lo determinan y de la calificación legal de ellos”. 

h) Para la Corte, es claro que las previsiones del Decreto 1260 de 1970 y en particular las del 
Decreto 356 de 2017, en cuanto a la relación de instrumentos jurídicos por medio de las cuales 
se cumple este propósito debe ser leída bajo los principios constitucionales y administrativos 
que orientan el ejercicio de la función pública al servicio de los fines del Estado, especialmente 
en cuanto al componente de servir a la comunidad y el de facilitar la participación de todos 
en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación. 

i) Para ser colombiano, a voces del artículo 96 Superior, basta, entre otros eventos, ser hijo de 
un colombiano, sin importar en qué territorio se haya dado el hecho registrable, en este caso, 
el nacimiento, por lo que la clave en el punto que incumbe a la presente tutela es la filiación, 
no la territorialidad. 

j) Por otro lado, si bien la prueba documental, máxime cuando es oficial, otorga un mayor grado 
de certidumbre, por las formalidades a las que se encuentra sometida, no es menos cierto que, 
parte de la visión constitucional con la que debe ser evaluada la normativa de registros, impo-
ne considerar que, conforme lo estipula el artículo 83 de la Constitución, “Las actuaciones de 
los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, 
la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”.  

k) De ahí que la falta de registro civil apostillado por la autoridad extranjera, llámese Estado de 
Venezuela o cualquier otro, no es excusa para limitar el acceso a la personalidad jurídica o a 
la nacionalidad del concernido cuando existe prueba de que se trata del hijo de un colombia-
no, especialmente si es un menor de edad respaldado por un interés jurídico superior. 
(subrayado nuestro) 

l) No obstante, si la posibilidad del registro antecedido por prueba testimonial existe y se destina 
para los colombianos nacidos dentro del territorio, nada obsta para que se aplique con el mismo 
rigor a los colombianos por consanguinidad que recibieron la vida en otro país; especialmente, 
se reitera, en el contexto de la buena fe que inspira las relaciones entre las personas y las autori -
dades, y tomando en consideración que existen otro tipo de mecanismos previos, concomitantes 
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–el funcionario de registro tiene un rol activo en la recepción de los testimonios– y posteriores 
–incluso de orden penal– para precaver o conjurar las eventuales irregularidades que se 
 puedan advertir. 

 
Por su parte, la citada Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia colombiana en senten-

cia STP2515-2022  Radicación N° 12195615 al tratar el tema de la virtualidad del emcanismo 
de apostilla venezolano estableció: 

 
4.1.1. La accionante fue insistente en que las dificultades para adelantar el trámite en línea le 
impiden realizarlo en la página de la autoridad venezolana, comoquiera que no es eficaz para 
ello, aspecto que además de haber adverado demostró con las capturas de pantalla en las cuales 
se observa, que luego de ingresar al enlace en los días dispuestos para ello, de registrar sus datos 
personales, como número de identidad, nombre y correo electrónico, accedió al mismo por medio 
de un link enviado a su buzón digital, y así, al redireccionarse por este e ingresar datos de crea-
ción de contraseña a efectos de utilizar la plataforma, y al seleccionar el trámite a realizar, esto 
es, apostillar las actas de nacimiento de sus hijos, se le indica que “terminado el proceso de soli-
citar el trámite de apostilla del documento de acta de nacimiento se evidencia que es mediante 
Cita, hay que tramitar la solicitud de cita la cual es de cumplimiento en el país de Venezuela”, lo 
que implica que debe desplazarse y que, no necesariamente, el diligenciamiento se realiza de 
manera virtual. 

Esos criterios de dos de las más altas instancias jurisdiccionales no son unánimemente 
aceptadas.  

Fundación2Paises ha acompañado este año 2022, el ejercicio de dieciséis (16) de acciones 
de tutela presentadas por quienes aspiran se les reconozca su nacionalidad colombiana, 
pues estamos convencidos que la prueba de testigos, en los términos de la actual legislación 
del país, permite demostrar tanto la nacionalidad como parentesco y do micilio en Colombia 
como alternativa a la partida de nacimiento apostillada. De ellas diez (10) han sido declara-
das con lugar y permitido por tanto la inscripción extemporánea con testigos y escrito de 
solicitud, cuatro (4) han sido desestimadas porque exigen la presentación de la partida apos-
tillada y dos (2) se encuentran a la fecha en curso, lo que evidencia la falta de unanimidad 
referida. De allí que, mientras los órganos jurisdiccionales colombianos no establezcan un 
único criterio vinculante que resuelva la situación, los colombianos nacidos en Venezuela 
estarán supeditados a la incertidumbre que genera siempre una decisión judicial.  

 
– II – 

LA CANCELACIÓN DE LA CÉDULA DE CIUDADANÍA 

Tal como se señaló en el capítulo precedente, en Colombia, es competencia de la Regis -
traduría Nacional del Estado Civil lo atinente al reconocimiento de la nacionalidad. 
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Dicha institución, en junio del 2021 dictó la Resolución Nro. 730016 a través de la cual 
es ta bleció un procedimiento conjunto de anulación de registros civiles de nacimiento por 
las causales formales de que trata el artículo 104 del Decreto 1260 de 1970 y la consecuen-
te cancelación de cédulas de ciudadanía por falsa identidad.  

Como consecuencia de la implementación del mismo, la Registraduría Nacional del Es -
ta do Civil, privó de su nacionalidad colombiana a mas de 40 mil colombianos, declarando 
públicamente uno de los funcionarios que suscribió cada una de las resoluciones de can-
celación respectiva que ello había ocurrido porque: 

Muchas de las personas que presentaron el registro de nacimiento no los apostillaron o lo hicieron 
con información que no correspondía a la verdad. Quiere decir que utilizaron tex tos falsos para 
acreditar que el documento que traían como registro de nacimiento extranjero tenía validez para 
ser presentado en Colombia”17 

La precedente afirmación fue complementada por el mismo funcionario con la caracteri -
zación de “ilícita” la manera como fue obtenida por parte de sus beneficiarios, la cédula de 
ciudadanía cancelada.18 

Por su parte, el señor Registrador Nacional del Estado Civil señaló en declaración de 
pren sa que, al revisarse “un poco más de 300 mil registros civiles, con su respectiva cédula, 
de venezolanos que ingresaron desde el 2014 a la fecha a Colombia aduciendo que tenían 
pa dres colombianos, para la nacionalidad” se verificó y se encontraron falsedades, adulte-
raciones y falsos testigos19.(subrayado nuestro).  

Es indiscutible que todo Estado tiene la potestad de revisar las decisiones que adopte, 
sin embargo, la misma debe ajustarse a los límites de la ley.  

En Colombia, las actuaciones de la administración se encuentran regladas por la citada 
Ley 1437 del 2011 que contiene el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con -
tencioso Administrativo. Allí está contemplada toda la normativa que le permite a la 
administración actuar y al administrado defenderse cuando contra el mismo se abre una 
actuación ante un órgano del Estado distinto al poder judicial. 

Quienes estudien dicha ley, se encontraran en el artículo 97 de la misma que cuando un 
acto administrativo expreso o tácito, creo o modificó una situación jurídica de carácter con-
creto y particular o reconocido un derecho de igual categoría, el mismo no puede ser 
re vocado en sede administrativa salvo que la persona exprese su consentimiento en ello, por 
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16 República de Colombia. Registraduría Nacional del Estado Civil. Resolución 7300 de 2021. Consultado y disponible 

en: https://xperta.legis.co/visor/legcol/legcol_9371ea9c6c794619a954f5320b6def3f/coleccion-de-legislacion-colom-
biana/resolucion-7300-de-julio-27-de-2021 

17  El Diario. (4 de febrero de 2022). ¿Por qué la Registraduría de Colombia anuló las cédulas de identidad de 42.000 
colombo venezolanos? Consultado y disponible en: https://eldiario.com/2022/02/04/colombia-anulo-cedulas-de-
miles-venezolanos 

18 diariodelsur.com.co Registraduría Nacional se pronunció por la polémica de la cancelación de mas de 40 mil  cédulas. 
(4 febrero 2022)Consultado y disponible en: https://www.diariodelsur.com.co/registraduria-nacional-se-pronuncio-
por-la-polemica-de-la-cancelacion-de-mas-de-40-mil/ 

19 colombia.com. (4 febrero 2022). 43.000 cédulas entregadas a venezolanas fueron anuladas por la Registraduría. 
Consultado y disponible en: https://www.colombia.com/actualidad/nacionales/cedulas-otorgadas-a-venezolanos-
fueron-canceladas-339657



lo que a la administración solo le quedaría la vía jurisdiccional para revertir la misma. Sin 
embargo, en el caso de quienes fueron afectados por la decisión registral de anulación y can-
celación, en su mayoría colombianos nacidos en Venezuela -aún cuando también impactó a 
quienes nacieron en la patria de Santander- la administración procedió a adoptar la respec-
tiva sanción en sede administrativa, sin el referido consentimiento y por tanto contrariando 
la ley, generando con ello distintos efectos. 

Así, quien como consecuencia de la inscripción registral había sido reconocido como 
colombiano y por tanto tenía pleno derecho a acceder a los servicios de salud y educación, 
posibilidad de trabajar, movilizar cuentas bancarias y propiedades y ejercer activa o pasi-
vamente sus derechos políticos, al serle anulado el registro civil de nacimiento y por tanto 
cancelada la cédula de ciudadanía, no solo quedó imposibilitado de acceder con plenitud 
a los derechos, servicios y bienes referidos, sino que, adicionalmente, si tenía la nacionali-
dad venezolana, quedó convertido en migrante irregular y por tanto sujeto a las sanciones 
mi gra torias correspondientes, incluyendo el extrañamiento del territorio nacional y la posi-
bilidad de ser sancionados penalmente pues habrían cometido los delitos previstos en los 
artículo 288 y 290 de la Ley 599 de 200020 que se corresponde con el Código Penal colom -
biano sino que, más grave aún, en el caso de quienes nacieron en Colombia y por aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 96.1.a de la Constitución Política del país, son colom bianos por 
na ci miento, los convirtió en apátridas, aparte de las restantes sanciones precedentemente 
señaladas.  

El perjuicio es tan patente que la Corte Constitucional colombiana, en sentencia T 375/21 
del 2 de noviembre de 2021, al analizar el caso de una actuación de la Registraduría similar a 
las fundadas en al citada Resolución 7300 del 2021 estableció: 

 

10. En efecto, en el presente caso, el perjuicio es más que inminente (es actual), porque hoy por 
hoy la señora June Darlyn Archbold Berry no es portadora de un documento de identidad 
válido que refleje los atributos de su personalidad. En esa medida, su derecho a la personali-
dad jurídica sufre una afectación continua y se deteriora progresivamente, pues legalmente 
no puede usar el nombre con el que se ha dado a conocer desde su infancia y con el que ha 
desarrollado las actividades propias de un plan de vida en libertad.  

Así, en cumplimiento de las decisiones adoptadas por la RNEC, en este momento la peticio-
naria no cuenta con un documento de identidad acorde con su propio reconocimiento y su 
realidad vivencial, por lo tanto, no puede actuar en sociedad con el nombre que la ha identifi-
cado siempre, mucho menos ejercer sus derechos ni obligaciones como ciudadana.  

11. Ese perjuicio tiene la virtualidad de ser grave, toda vez que si se prolonga puede afectar no 
sólo su derecho a la personalidad jurídica, directamente relacionado con el registro civil de na -
cimiento, sino que dificulta en general su identificación, con lo cual se puede entorpecer de 
forma relevante el libre desarrollo de su personalidad, su relación con el Estado y con los 
demás particulares.  

Lo anterior por cuanto, el registro civil de nacimiento es definido como «el derecho a tener de -
rechos» y sustenta la alegación de la actora respecto de la violación de sus derechos a la salud 
y al trabajo, entre otros, como consecuencia de su actual situación, por lo que claramente 
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afronta circunstancias graves que amenazan sus garantías fundamentales, de ahí que el caso 
amerita una respuesta institucional urgente e impostergable21.  

 

En los casos que hemos analizado a los efectos de acompañar en el ejercicio de las 
acciones judiciales correspondientes, en Fundqación2Paises pudimos observar que la con-
ducta de la Registraduría Nacional del Estado Civil no solo se hizo patente en la resolución 
correspondiente que en cada caso expidió sino que ella se evidenció durante el curso del 
procedimiento administrativo correspondiente. 

En efecto, tal como se desprende de la Resolución 7300 del 2021 antes citada, el proce-
dimiento administrativo que con ocasión del mismo se estableció, tenía por objeto anular 
registros civiles y cancelar cédulas de ciudadanía por lo que era, obviamente, un procedi-
miento sancionatorio. Estos, conforme lo establecido en el artículo 47 de la Ley 1437 del 
2011 exigen señalaren el correspondiente auto de inicio de la investigación “con precisión 
y claridad” los hechos que motivan los cargos que se imputan al administrado. En ninguna 
de las 247 acciones de tutela casos que este año 2022 Fundación2Paises ha acompañado 
en estrados, deducidas por afectados por la cancelación de su cédula de ciudadanía, se se -
ñalaron esos hechos, en ninguno.  

Aparte de ese vicio, salvo uno de los ca sos que manejamos respecto de los procedi-
mientos desarrollados por la Registraduría Nacional del Esta do Civil a los efectos de 
sancionar a quienes a su juicio, fal searon o adulteraron los he chos tendentes a obtener su 
nacionalidad, todos concluyeron en sede administrativa el 4 de enero de 2022. Así, para 
esa fecha ha bía precluído la posibilidad de recurrir en sede administrativa y solo que daba 
la via jurisdic cional para ello, a través del recurso de Nulidad y Res tablecimiento de 
Derecho cuyo lapso para interponerse es de cuatro meses a contar desde la fecha de publi-
cación del acto, a tenor de lo establecido en el artículo 138 de la citada Ley 1437 del 2011. 

Si hiciéremos una proyección respecto de las más de trescientas (300) resoluciones que 
hemos podido revisar con ocasión del pro ce dimiento registral derivado de la Re so lución 
7300 del 2021, respecto del total emitidas con cargo a la misma,  con cluiríamos que más del 
noventa por ciento (90%) de las personas a quienes se les anuló su registro civil de na ci -
mien  to y se les canceló la cédula de ciudadanía, no fueron notificadas per sonalmente por la 
adminis tración registral, ni al inicio del procedimiento ni a la conclusión del mismo, de allí 
que el afectado, ese colombiano nacido en Venezuela que por las circunstancias de este 
país debió regresar al de sus ancestros o aquél que nació en Colombia de padres colombia-
nos o extranjeros domiciliados allí y fue convertido en apátrida por la correspondiente 
decisión administrativa, solo se enteró de la misma, bien porque lo verificó por los medios 
de comunicación o porque fue detenido, no pudo votar en la elección presidencial de este 
año, perdió el trabajo o sus estudios, no pudo acceder al servicio de salud o se vio im po si -
bilitado de acceder a cuentas y propiedades, quedando estigmatizado ante quien conociere 
de su situación puesto que las notificaciones que se expidieron desde la Re gis traduría 
Nacional del Estado Civil, informaban que las cancelaciones se habían producido por acre-
ditarse la falsa identidad.  
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21 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T 375 de 2021. Consultado y disponible en: https://www. 

corte constitucional.gov.co/relatoria/2021/T-375-21.htm



Lo cierto es que, en el caso de las 247 
acciones de tutela que para enfrentar esa 
situación Fundación2Paises ha acom -
pañado desde febrero de este año  
2022, hemos logrado, bien co mo 
 consecuencia de la actuación de la 
administración a consecuencia del 
ejercicio de las mismas, bien por efec-
to del fallo correspondiente, que a 238 
personas afectadas se les resti tuyere 
su nacionalidad e identificación, en 
tanto que no pudimos hacerlo con 
las nueve (9) personas restantes 
porque, contrario al parecer de la 
Corte Constitucional emitido en la ci -
tada sentencia T 375 de 2022, los juzgados y 
tribunales fallaron en el sentido que el afectado 
tenía la via contencioso administrativa para enervar la deci-
sión de la  Re gistraduría Nacional del Estado Civil lo que sin duda conlleva a la violación 
de otro principio constitucional como lo es el de igualdad ante la ley pues no es posible 
que, para una situación en la cual se encuentren de manera idéntica dos administrados,  
a los mismos se le den soluciones diferentes.  

 
 

– III – 

CONCLUSIÓN 

Pudiere argumentarse que, en el estado actual de la normativa analizada, los colombia-
nos nacidos en Venezuela que resultaren afectados por la imposibilidad de inscribirse en el 
registro civil de nacimiento, o por la cancelación de la cédula tienen la posibilidad de acoger-
se al Estatuto de Protección Temporal al Migrante Venezolano que, a través del Decreto 216 
del 1 de marzo 202122 la administración del señor Presidente Duque implementó noventa 
días continuos después de esa fecha de expedición del mismo, sin embargo ello no es nece-
sariamente cierto. 

En efecto, en primer lugar, lo que la Registraduría Nacional del Estado Civil hace es 
reconocer una circunstancia –la nacionalidad- no la otorga dado que esta última le corres-
ponde, a tenor de lo establecido en el artículo 4 de la Ley 43 de 199323, al Presidente de la 
República respecto de quienes deciden adopta, por el afecto que manifestaron tener al 
país, la nacionalidad colombiana.  

Adicionalmente a ello, deja a criterio de Migración Colombia, en atención a lo esta -
blecido en el artículo 12 del referido Decreto 216 del 2021 en concordancia con el principio 
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de discrecionalidad contemplado en el parágrafo 2 del mismo artículo, decidir si se otorga 
la protección prevista en el estatuto, obligando en caso contrario a quien no resultare 
beneficiaria de la misma a salir del país, lo que sin duda implica una posición menos ven-
tajosa como persona que la que tenía como ciudadano colombiano.  

Sin duda que los colombianos nacidos en Venezuela que han sido afectados por decisio-
nes como las que hemos descrito en el presente trabajo, quienes probablemente –en buena 
parte de ellos- llegaron al país como consecuencia de las circunstancias que Venezuela ha 
vivido en los últimos años más que por voluntad propia, en vista de las decisiones adminis-
trativas que hemos descrito, han enfrentado una suerte de múltiple victimización, primero a 
través de sus padres o abuelos por haberse estos vistos compelidos a movilizarse desde 
Colombia a Venezuela por la violencia que a aquella tierra ha afectado los últimos casi 
ochenta años, luego por haberse vistos precisados a retornar a Colombia como consecuencia 
de la situación venezolana y ahora con vista a las decisiones de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil de desconocer la nacionalidad a la cual tienen derecho. 

Bogotá 7 de diciembre de 2022. 
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Una enorme curiosidad es la fecha en la que se celebra el Día del Abogado, tanto en 
Co lombia como en Venezuela, pues mientras en territorio venezolano se asume 
desde la década del setenta del siglo XX que es el 23 de junio con motivo del na -

talicio del egregio jurista don Cristóbal Mendoza, primer presidente del triunvirato en 
Venezuela y a quien le tocó proclamar la independencia, en Colombia el día del Abogado 
se celebra un día antes, es decir, el 22 de junio.  

El motivo, sin embargo, es exactamente el mismo, pues 
ambos países recuerdan el na talicio del jurista de origen tru-
jillano, por lo que algunos, en un comentario que no deja de 
ser jocoso, manifiestan que debe ser que Cristóbal Mendoza 
nació en un momento en el que ya era 23 en Vene zuela y 22 
en territorio de la actual Colombia.  

Más allá de lo curioso del asunto, genera inquietud pre -
guntarse los motivos por los que comenzamos esta reflexión 
sobre el tema migratorio mencionando un episodio gremial, 
pero la respuesta no es descabellada, pues a través de la 
anécdota queremos iniciar un breve recorrido que pueda 
mostrar la influencia que han tenido algunos venezolanos 
en los fenómenos políticos colombianos y evidenciar la sim-
biosis por la que la coyuntura colombiana ha impregnado a 
los procesos políticos y sociales en Vene zuela. El aporte que 
queremos ofrecer en este número de la Revista del Grupo 
Ávila es la de una visión histórico social, ya que mientras reputados juristas analizan la situa-
ción desde una perspectiva legal y respetados politólogos la observan desde otra faceta, 
nuestro objetivo es evidenciar la relación que se establece. 

Que los abogados colombianos resalten la figura de Mendoza para enaltecer su día, 
evoca el impacto que el ilustre jurisconsulto tiene para la sociedad colombiana. Conviene 
acotar que el abogado, una vez sucumbió la Primera República de Venezuela, marchó al exi-
lio encontrando en la fría Bogotá el calor humano para seguir adelante y el reconocimiento 
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a su visión, convirtiéndose en una figura de consulta obligada 
para Camilo Torres Tenorio, quien presidió las Provincias Uni -
das de la Nueva Granada. Notable que una etapa en la que 
hombres como Torres, Antonio Nariño, Jorge Tadeo Lozano, 
Antonio Villavi cen cio y José Manuel Restrepo, entre otros, 
descollaban por idear un país, un extranjero fuese de los per-
sonajes más interesantes para consultar y asesorar. 

 
LOS DÍAS DE LA INDEPENDENCIA  

Durante la guerra de independencia algunos venezolanos 
resaltaron en la gesta. El 25 de julio de 1819, en un episodio 
que se daba por perdido y que representaba un quiebre mo ral 
y logístico, las cavilaciones de Bolívar, quien se asumía de -
rrotado, fueron interrumpidas 
por Juan José Rondón que le 

señaló que sentirse vencido era una conclusión acelerada, 
pues él no había peleado. El “coronel, salve usted la patria” 
que le dio Bolívar por respuesta llevó a los lanceros a cambiar 
la suerte del Pantano de Vargas y marcar la senda de la his -
toria para seguir avanzando a Bogotá. 

El 7 de agosto las tropas patriotas derrotaron a los realis-
tas en el Puente de Boyacá, se llando la libertad de la Nueva 
Granada y dando la bocanada necesaria para conquistar la 
independencia del resto de la región. En las inmediaciones 
del monumento a Boyacá está el busto del general José de la 
Cruz Carrillo, un venezolano patriota que tuvo participación 
re levante en la campaña por la libertad. 

 
COLOMBIA ES UNA GRAN REPÚBLICA 

En este recorrido sucinto que estamos haciendo que re mos rendir homenaje a un caraque-
ño que hizo de su estancia en Colombia un motivo para avanzar y trabajar con ahínco. Pedro 
Gual, por cuya sangre corría la valentía de su tío Manuel, quien junto al valeroso José María 
España, e in fluenciados por hombres como Picornell, avanzó en la bús queda de la libertad.  

Gual, también abogado como Mendoza, llegó a ocupar el Ministerio de Relaciones Exte -
riores de la República de  Co    lombia (la Gran Colombia), caracterizando su gestión por un 
trabajo a favor de la inte gración. Caída la república y luego de algunas funciones pun tuales 
encomendadas por Ecua dor, regresó años después a Venezuela a asumir responsabilida-
des, entre las cuales es tuvo la presidencia de la República, en su condición de designado en 
el momento de la renuncia de Julián Castro y mientras regresaba el vicepresidente Tovar, 
y luego en su rol de vicepresidente ante la renuncia de Manuel Felipe Tovar. Sin embargo, 
la realidad de ese “cadáver” (como de no minó Gual a Venezuela al asumir el poder) le fue 
hostil y José Antonio Páez lo depuso. Terminó el gran jurista y di plo mático sus días en 
Guayaquil, Ecuador. 
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Con pesar hay que señalar que al fallecer, mientras en 
Colombia y Ecuador se guardó merecido y reverencial reco-
nocimiento, la clase política venezolana se burló. Los restos 
de Gual reposan en la Catedral de Bogotá, lo cual es la mues-
tra concreta del respeto que le tenía ese país, que pidió a 
Ecuador el envío del cuerpo. 

A la muerte del sueño de Bolívar de la unión colombiana y 
sin poder dejar la sucesión en el cumanés Antonio José de 
Sucre quien había sido asesinado, las secciones de la otrora 
república se separaron. Sin embargo, en lo que había sido la 
Nueva Granada, que mantuvo el nombre de Colombia, la in -
fluencia venezolana siguió predominando, pues el batallón 
Callao, formado sustancialmente por venezolanos cercanos a 
Bolívar, ante la decisión oficial de limitar su poder se sublevó, 
deponiendo al presidente Joaquín Mosquera y al vicepre -
sidente Domingo Caycedo y entregando el mando a Rafael 
Urdaneta, cuyo propósito era devolver el mando a Bolívar. 

Pe ro la muerte de El Libertador abortó el plan, generándose 
una reacción en contra del militar venezolano quien al tiempo 
tuvo que pactar con el sector depuesto, dejando a través del 
Convenio de las Juntas de Apulo el gobierno en ma nos de Cay -
ce do, pues Mosquera no reasumió el mandato. 

 
ESENCIA Y SENTIMIENTOS 

Dentro de las particularidades del siglo XIX, existen ele-
mentos político-partidistas que se dibujan y se evidencian en 
diferencias bastante concretas. En Venezuela las brechas 
entre conservadores y liberales son prácticamente inexisten-
tes. Se unen en los bailes nocturnos y en los cafés sabatinos. 
Los personajes de una y otra tendencia comparten matrimo-
nios, encuentros sociales e incluso puntos de vista. 

Tal vez una de las mayores evidencias de falta de claridad doctrinal la da el hecho de 
que los liberales que surgieron a la luz del periódico El Venezolano en 1840, reprochaban 
al ministro Santos Michelena, liberal manchesteriano y pilar financiero durante buena 
parte de la llamada oligarquía conservadora, que no existían controles de ningún tipo. Es 
decir que los liberales protestaban por lo liberal del gobierno conservador.  

Para hacer más curioso el trabalenguas intelectual, Antonio Leocadio Guzmán, el lla-
mado padre del liberalismo venezolano, pondría como colofón a su vida años después la 
frase lapidaria de que si sus adversarios hubiesen dicho Federación, ellos hubiesen dicho 
centralismo, en lo que es la muestra fehaciente de que los personajes seguían banderas y 
consignas simplemente por moda.  

Frente a eso surge el espejo colombiano, donde la visión político partidista si está su -
mamente diseñada y plasmada. En 1848 Ezequiel Rojas, a través de un artículo, llamó a 
vo tar por la candidatura de José Hilario López, el flamante hombre de la libertad de los 
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esclavos en la Nueva Granada, y decía el periodista que había que apoyar a López porque 
representaba los ideales de un Partido Liberal que clamaba por un Estado descentralizado, 
un ejército muy poco fuerte y por una educación totalmente laica.  

Como respuesta, en 1849, Caro y Ospina le señalaron que si se quería la supervivencia 
de la Nueva Granada, era pertinente tener un gobierno central con un ejército lo suficien-
temente fuerte y con una educación tutelada por la Iglesia católica, porque sólo así, con el 
Partido Conservador se garantizaba la existencia de un país que empezaba a dar muestras 
de desmoronamiento y de descomposición. 

Haciendo un aparte en el debate partidista, pero ubicando el tema en este punto por el 
año en el que ocurrió, a raíz del brutal Asesinato del Congreso el 24 de enero de 1848, José 
Antonio Páez tomó las armas para vengar la afrenta contra la República, pero el temor y la 
complacencia se apoderaron de sectores supuestamente leales a su entorno y no hubo posi-
bilidad de imponerse, teniendo que huir a los llanos donde José Cornelio Muñoz lo derrotó 
en el sitio de los Araguatos. Páez cruzó la frontera refugiándose en la Nueva Granada mien-
tras se preparaba para otra incursión por la costa. A este respecto hay que señalar que 
según algunos comentarios, la situación del expresidente era precaria, teniendo que traba-
jar como peón de una hacienda. Sin embargo, por más esfuerzos investigativos que se han 
realizado, no se ha podido corroborar esa hipótesis. 

Posteriormente, en pleno monagato y con la nueva constitución de 1857 José Tadeo 
Monagas asomó la posibilidad de crear una Confederación con la Nueva Granada y Ecuador, 
tema que fue rechazado y que escondía la pretensión de amasar cada vez más poder. 

Retomando el tema ideológico, la política colombiana ejercía una influencia bastante dura 
en la concepción partidista en Venezuela, al punto que en los días de la Guerra Federal se 
veía como un gran ejemplo el movimiento que seguían los federalistas colombianos en la 
lucha por un Estado diferente. Inclusive, en algún momento, se llegó a mencionar la idea de 
que podía existir una nueva unión que impulsara el federalismo. Pero la propuesta fue recha-
zada por el liderazgo federal venezolano.  

De todas maneras, el movimiento de Tomás Cipriano de Mosquera era una inspiración 
para los federales venezolanos. Con la muerte de Zamora y la 
unificación del mando político y militar en manos de Juan Cri -
sóstomo Falcón, ocurri rá un acontecimiento que cambiará la 
historia. Los Federales fueron derrotados por Febres Cor de ro, 
acabando con el ejército ho mogéneo y obligando a Falcón y a 
la dirigencia a refugiarse en Colombia. Sin embargo, ese factor 
ocasionará que la contienda se transforme en un movimiento 
de guerrillas que hará incontrolable para el gobierno de Páez 
la conflagración, teniendo que ceder. 

La influencia colombiana sigue marcando y la Constitución 
de los Estados Unidos de Colombia de 1863, firmada en la 
población de Rionegro, en la casa de la Convención, no solo 
contendrá elementos que luego se reflejarán en el texto de 
1864 en Venezuela, sino que una de las rúbricas es la de An to -
nio Leocadio Guzmán como diputado por el Cauca.  
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LA CRISIS “DE LADO Y LADO” 

Las décadas finales en ambos países están plagadas de desórdenes y caos. Mientras en 
Co lombia el modelo federal se descomponía a pasos acelerados, en Venezuela las montoneras 
hacían de las suyas, colaborando indirectamente para que Antonio Guzmán Blanco irrum -
piera con su bandera de orden, la cual no era otra cosa que la fachada para una etapa de 
corrupción y personalismo. Venezuela no era más que un cúmulo de cadáveres amontona-
dos, campos incendiados y ciudades derruidas, por lo que la estabilidad era una promesa 
fácilmente vendible. 

Pese a ello, uno de los más cercanos colaboradores de Guzmán, Matías Salazar, quien 
además de ser un militar con nivel ocupaba la posición de segundo designado, comenzó a 
cuestionar el proceder del llamado “Ilustre americano”, por lo que para silenciarlo se le dio 
un dinero y se le invitó a abandonar el país. Salazar optó por unirse a sus adversarios azu-
les y desde Colombia encabezar una movilización que fracasó, siendo posteriormente 
capturado, sentenciado a muerte y ejecutado por un pelotón encabezado por el expresi-
dente Julián Castro, llegando algunos a señalar que tal era la hidalguía del reo que ni se 
inmutó y que parecía mucho más atemorizado Castro que el ajusticiado.  

Ese acontecimiento pareciera haber marcado el inicio de otra visión desde Colombia en 
la que comenzó a usarse ese país para tratar de conspirar y de orquestar acciones para to -
mar el poder en Venezuela. De esta manera, se convirtió Colombia en el lugar en el que 
fueron a parar disidentes y críticos, por ejemplo, un grupo importante de dirigentes que se 
había alineado con la administración de Raimundo Andueza Palacio y que frente a la llega-
da por segunda vez de Joaquín Crespo, habían buscado protección en ese país, entre los 
cuales estaban Cipriano Castro Ruiz y Juan Vicente Gómez Chacón.  

Los dos personajes tenían características diferentes, pues mientras Gómez era un co mer -
ciante de habilidad, Castro había estudiado en su juventud en Pamplona, familiarizándose 
con el ambiente político de ese país y acercándose a los liberales neogranadinos, más por 
fascinación en su discurso que por convicciones doctrinales. Por eso, el haber permanecido 
en los alrededores de Cúcuta durante un tiempo considerable permitió a ambos sujetos 
adquirir bienes y preparar el retorno político a su país.  

Con la muerte de Crespo quedó Venezuela a merced de la anarquía, al punto que Castro 
y Gómez, acompañados de 51 personas más, en lo que se conoce como “La invasión de los 
sesenta” entró desde Colombia y a los meses depuso al efímero y débil mandato de Ignacio 
Andrade. Por lo tanto, la entrada de ese puñado de hombres desde Colombia inauguró una 
larga era política que se extendió durante décadas y que logró sortear sublevaciones, inva-
siones y presiones constantes. 

En el mandato de Castro se empeñó el primer mandatario en reeditar a la Gran Colombia, 
por lo que buscó adherentes en varios países de la región, encontrando un marcado escollo 
en Colombia donde gobernaban los conservadores. Eso llevó a que los esfuerzos del tachi-
rense se enfocaran en aupar al bando opositor al gobierno colombiano, ayudando al gran 
liberal Rafael Uribe Uribe e incluso enviando tropas a las cercanías de Riohacha, en una 
acción costosísima que implicó el fin de la injerencia de Castro. 
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Tal fue el nivel de conflictividad que el gobierno conservador de Marroquín financió la 
invasión del doctor y general Carlos Rangel Garbiras que fue derrotada en territorio venezo-
lano por Uribe Uribe, lo cual pudiese llevar a asomar que la Guerra de los Mil Días también 
se peleó en territorio venezolano. 

La relación de los venezolanos en Colombia no quedó allí y el Plan de Barranquilla reco-
gió los puntos de vista de un grupo de exiliados que en 1931 vislumbraban los medios por 
los que Venezuela debía superar las sombras que la engullían. Mientras los autores del do -
cumento estaban radicados en un país que pese a los problemas podía preciarse de poseer 
una institucionalidad, en Venezuela se tenía una dictadura sanguinaria y perversa. 

Una vez retornó la democracia, las manos de valentía de López Contreras y Santos 
Montejo y de López Pumarejo y Medina Angarita se estrecharon en pos de resolver algu-
nas controversias pendientes. 

Con la llegada al poder de la Junta Revolucionaria 
de Gobierno en 1945, la imagen se revirtió y pasó la 
experiencia venezolana a ser ejemplo para Colombia, 
al punto que el doctor Jorge Eliécer Gaitán, el hombre 
que no era hombre sino pueblo, y que con su ¡a la car -
ga! movía el alma democrática de las bases liberales, 
visitó Caracas y desde la urbanización El Silencio pro-
yectó su voz para decir que algún día llegaría para 
Co lombia una revolución como la venezolana. 

El gran jurista no pudo verlo, pues el aciago 9 de 
abril de 1948 fue asesinado en Bogotá, abriéndose la 
compuerta del caos y la violencia en medio de la IX 
Conferencia Internacional Americana. Cuando Co lom -
bia más lo necesitaba, Rómulo Betancourt como jefe de 
la delegación venezolana fue quien dio el espaldarazo 
necesario para que los delegados se quedaran allí. Por eso, a los pies de Monserrate, en la 
Quinta de Bolívar, cerraba como orador de orden el en cuentro, invitando para la siguiente 
conferencia que tendría lugar en Caracas. Las ironías del destino dejarían entrever que ya no 
serían los adecos los que estaban en el poder sino una tenebrosa dictadura militar. 

Mariano Picón Salas como jefe de la misión venezolana en Bogotá, se comportó con 
legalidad al momento de manejar el tema del asilo durante la violencia. Por ende, cuando 
la dictadura castrense en Venezuela negó el salvoconducto para que Betancourt y otros 
líderes pudieran salir, la representación diplomática, que los asilaba, de forma enfática exi-
gió que se respetara la norma. No importaba que gobernaran los conservadores en 
Colombia y que sus “huéspedes” fuesen adecos, era un tema de dignidad. 

 
Y LLEGÓ LA DIGNIDAD… 

Con el fin de las funestas experiencias militares en Colombia y Venezuela, avanzaron am -
bos países en la realización de mecanismos de solidaridad y reconocimiento. Una de legación 
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de la Junta de Gobierno venezolana viajó 
a la toma de posesión del presidente Lle -
ras  Ca mar go, aprovechando de expresar 
su reconocimiento a la Junta Militar que 
rigió los destinos de Colombia luego de 
la caída de Rojas Pinilla y que había pavi-
mentado la vía para la democracia.   

De esa manera hubo fuertes relaciones 
entre los presidentes de ambos países, al 
punto que Betancourt le entregó la Orden 
del Libertador a Guillermo León Valencia. 
Como dato curioso co men tamos que hace 
algunos años tuvimos la oportunidad de 
visitar la casa del expresidente en Po pa -
yán, viendo una foto de su despacho en la 
que resaltaba una fotografía en la que él y Raúl Leoni se abrazaban, lo cual denota la confra-
ternidad existente. 

La afinidad incluso fue fuerte entre Carlos Andrés Pérez 
y López Michelsen o entre Luis Herrera Campíns y Beli -
sario Betancourt, además de que Andrés Pastrana, César 
Gaviria e incluso Luis Carlos Galán, quien no llegó a presi-
dente porque las balas del terror lo impidieron, estuvieron 
vinculados a Venezuela. 

En el plano intelectual también hay que resaltar la pre-
sencia literaria y periodística de personajes como Germán 
Arciniegas, Gabriel García Márquez y Plinio Apuleyo 
 Men  doza, e incluso se ha dado un fructífero intercambio 
deportivo, primordialmente en béisbol y futbol entre am -
bos países.   

 
 
LA ACTUALIDAD 

Hoy habitan en Colombia millones de vene zola -
nos, la mayoría escapando de la crisis. Otros, entre 
ellos mis pa dres Gonzalo Álvarez Domín guez y Yo -
landa Vanegas Reynales, han encontrado cobijo en la 
tierra de Santander porque las puertas de la institu-
cionalidad venezolana se han cerrado, obligándolos a 
salir y a encontrar refugio en dicha nación. 

Tanto mi padre como el también articulista de es -
te número Gonzalo Oliveros Navarro son magistrados 
juramentados ante el máximo tribunal de Venezuela 
y no han podido asumir ante la arbitrariedad. Sin embargo, ambos llegarán a ejercer su 
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investidura y mientras tanto trabajan con determinación por ayudar a los venezolanos que 
sueñan con subsistir en la tierra de Santander, porque en esta ribera del Arauca vibrador, 
Doña Bárbara por los momentos, no deja que el Santos Luzardo de la legalidad se imponga. 

Cerramos este recorrido que muestra, tal vez con algo de suavidad, cómo existe una 
marcada influencia entre dos países que se sienten, se perciben y lo más importante, se 
complementan. 
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En la realización de este trabajo se tomaron conversaciones en la Fundación Eleazar López 
Contreras y encuentros con José Gabriel Román, Belisario Betancur, Carlos Fernando Galán, entre 
otras personalidades. 
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